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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


Art. (arts.) 
Cfr. 
CCGto. 
CPCGto. 


CDN 
CPF 
CNPP 


cit. pos. 
CPEUM 


CPG 
CPEG 


Dr. 

ed. 

f. (fs.) 
Gto. 
LNSIJPA 


Lic. 

MP 
Mtro. (a) 
PPA 
SCJN 


Artículo (artículos) 

Confrontar 

Código Civil del Estado de Guanajuato 
Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Guanajuato 

Convención sobre los derechos del niño 
Código penal federal 

Código nacional de procedimientos 
penales 

citado por 

Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Código penal de Guanajuato 
Constitución política del estado de 
Guanajuato 

Doctor 

edición 

foja (fojas) 

Guanajuato 

Ley nacional del sistema integral de 
justicia penal para adolescentes 
Licenciado (Licenciada) 

Ministerio Público 

Maestro (Maestra) 

Proceso penal acusatorio 

Suprema corte de justicia de la nación 
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“El señalamiento o reconocimiento” del imputado en 
audiencia de juicio en el proceso penal acusatorio. 
Una visión desde la postura racionalista de la prueba 


Arturo de Villanueva Martínez Zurita 
Il. A manera de introducción 


n la realidad del proceso penal acusatorio -en adelante PPA- se ven una serie 

de prácticas que quizá se vienen haciendo sin una reflexión pormenorizada, 

simplemente porque a cierta persona al inicio del llamado sistema acusatorio 
quizá le fue prudente hacerlo copiarlo de otro sitio y posiblemente le funciono, por eso 
lo continuo repitiendo al grado de que inclusive genero una costumbre, esto sucede 
por una especie de usanza que se vio en algún sistema jurídico, retomando ciertas 
ideas de allá para aterrizarlas en México pero sin una meditación escrupulosa del 
porque allá ocupan esto y porque nosotros utilizamos aquello, esto pasa con una 
practica que parece más teatro que sensatez en el litigio del PPA, y nos referimos al 
famoso “señalamiento o reconocimiento del imputado en audiencia de juicio”, es decir 
esa rutina que desafortunadamente se sigue realizando en la referida audiencia donde 
el testigo, víctima o persona correspondiente, en el momento en el que es interrogado 
por parte del Agente del Ministerio Publico “señala o reconoce” en dicha audiencia al 
imputado como la persona que cometió el ilícito que se está enjuiciando; al respecto 
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resulta prudente hacer un estudio del porque se hace ese ejercicio, cuales serian 
los alcances del mismo, y una vez realizado esto bajo una postura racionalista de la 
prueba precisar si efectivamente se ha obrado bien en realizar tal usanza, esto a raíz 
de que lo que se pretende en el sistema acusatorio es una valoración racional, donde 
la justificación de la decisión judicial acerca del valor de la información testimonial 
tenga un fundamento epistemológico. 


Para lo anterior el presente trabajo se dividirá en tres apartados: en el primero 
haremos alusión a lo que es la postura racionalista de la prueba señalando sus tesis, 
presupuestos y su visión en una contraposición a una postura persuasiva o de la 
convicción, esto para tener presente de donde partimos para poder resolver lo que aquí 
nos cuestionamos; en un segundo apartado precisaremos esa practica que venimos 
mencionando, es decir ese supuesto señalamiento o supuesto reconocimiento que hace 
el testigo, víctima o cualquier persona a un imputado o acusado en audiencia, veremos 
cómo es que en el PPA se recopila ese señalamiento en la investigacion, como es que 
avanza en la intermedia y finalmente como es que llega a través de la litigación hasta 
el tribunal de enjuiciamiento, y por su puesto algunas consecuencias que ha generado 
esta costumbre en el litigio; finalmente en el tercer apartado forjaremos una crítica 
de ese ejercicio que algunos lo siguen realizando, poniendo énfasis en los aspectos 
que deberían ser relevantes al momento de la valoración, no de ese señalamiento 
sino del recuerdo que subyace en la mente de la persona que va a declarar a juicio y 
que es el pilar de valoración que deberá el juzgador tomar en cuenta al instante de la 
justificación probatoria del mismo, en tal tesitura, comencemos... 
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ll. La postura racionalista de la prueba 


encionar que una u otra persona es racional resulta por demás obvio, es 

decir, cuando se cuestiona al operador ¿oye amigo, tu eres de la postura 

racionalista de la prueba?, la respuesta del cuestionado de inmediato se 
presenta con una tajante Sl, pero la pregunta más importante sería ¿sabes cuáles 
son sus tesis, presupuestos y bases de entendimiento? y aquí es donde en realidad se 
tropieza el operador dado que se estima que todos somos racionales, pero no todos 
podrían explicar de qué trata tal postura, en cuanto a sus pilares de entendimiento, 
inclusive aquellos que se dicen racionales cuando ya se precisan tales tesis, 
presupuestos y bases de diferenciación, pareciere que no lo son. Por lo aludido resulta 
pertinente precisar que tener una teoría de la prueba con una visión racionalista 
implica tener presente que esta tiene primero unas tesis de inicio, unos presupuestos 
y bases diferenciadoras con la diversa postura persuasiva o de la convicción. 


Así en primer lugar y siguiendo a Accatino! las tesis de la postura racionalista 
son: primero la búsqueda de la verdad como fin de la prueba jurídica y segundo la 
justificación probatoria como caso especial de la justificación epistémica general, 
mismo estudio al cual nos remitimos, pero que en este apartado solo señalaremos que 


1 Cfr. Accatino, D.: Teoría de la prueba: ¿somos todos “racionalistas” ahora?. En 
Revista Revus on line, numero 39/2019. Europa. 2019; pp. 85 y ss. 
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efectivamente como lo alude la literatura (Taruffo?, Gascón? y Ferrer”) entre prueba y 
verdad existe una relacion teleológica, es decir la prueba tiene como fin la búsqueda 
de lo que en realidad paso, por tanto cuando en un proceso judicial se pretende probar 
si en realidad “juan mato a pedro” la prueba será la herramienta para esclarecer si 
efectivamente eso en el mundo sucedió, de ahí que el fin de la prueba en el proceso 
jurisdiccional no sea otro mas que el de saber que paso en realidad, por su parte 
cuando el juzgador justifique su decisión a través de dicha prueba tendrá forzosamente 
que establecer las razones del porque arriba a tal o cual conclusión, pero debe tener 
presente que lo que va a resolver es si los elementos probatorios conforme al estándar 
de prueba correspondiente son suficientes para dar por aceptado que alguna hipótesis 
de hecho acaeció, no porque el juez lo diga, sino porque es aceptable conforme a dicho 
estándar, de ahí que el juzgador debe saber que en el mundo exterior algo paso y por 
lo tanto la justificación que hará conforme a las pruebas que tenga a su disposición 
es un caso especial de la justificación epistémica en general, donde el proceso por 
ser jurídico a parte de los limites epistemológicos en general que de si ya se tienen, 
existen límites propios que el derecho igual impone, de ahí que la justificación que 
realiza se ajusta a esos límites trazando la ruta hacia la general. 


2 Cfr. Taruffo, M.: Simplemente la verdad. El juez en la construcción de los 
hechos”. Editorial Marcial Pons 1* edición. Madrid. Pp. 89 y ss; del mismo autor 
Taruffo, M. “La prueba de los hechos”. Editorial Trotta. 4? edición. Madrid; pp. 56 
y ss 


3 Cfr. Gascón, M.: Los hechos en el derecho. Bases argumentales de la prueba. 
Editorial Marcial Pons. 3* edición. Madrid. 2010. 45 y ss. 


4 Ferrer, J.: Prueba y verdad en el proceso. Editorial Marcial Pons. 2* edición. 
Madrid. 56 y ss.; del mismo autor Ferrer, J. “La valoración racional de la prueba”. 
Editorial Marcial Pons. 1? edición. Madrid. 29 y ss. 
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Como segundo tópico, en cuanto a los presupuestos igual son dos, estos son 
en primer término partir del concepto de verdad como correspondencia y segundo 
que en la búsqueda de dicha verdad tengamos presente una posición intermedia 
entre una postura epistemológica escéptica y un cognoscitivismo ingenio, es decir 
debemos tener un cognoscitivismo critico; por lo anterior en cuanto a lo primero, 
es forzoso tomar en cuenta que si bien la prueba pretende buscar la verdad, dicha 
verdad debe ser entendida en el sentido de verdad como correspondencia, es decir lo 
que se dice que paso es porque paso en realidad, en el clásico ejemplo de Tarski de 
la nieva es blanca, porque la nieve así lo es, lo que se busca a través de la prueba es 
que logremos llegar a esa verdad, es decir sí existe la verdad en un mundo pasado, 
sin embargo debemos tambien ser conscientes que nunca, por más amplio, completo 
y fiable que sea el caudal probatorio puesto a consideración no podremos llegar a 
esa verdad dado los límites al conocimiento que tenemos, por lo tanto en cuanto 
al segundo presupuesto debemos ser conscientes de esos límites para llegar a lo 
sucedido, pero no al grado de un escepticismo sobre el mismo que nos destruya la 
posibilidad de la comprensión del conocimiento, y por su parte no debemos tampoco 
pensar ingenuamente que llegaremos a esa comprensión, de ahí que la postura 
intermedia es el cognoscitivismo crítico, en el cual la prudencia permea nuestro saber 
al tener claro que hagamos lo que hagamos jamás podremos llegar a la verdad, pero 
si podemos mejorar el camino hacia ella bajo las mejores herramientas que la ciencia, 
la epistemología y todo aquello que nos auxilie a encontrar dicha verdad sea prudente 
de acuerdo a un posible enfrentamiento de valores en juego para la búsqueda de 
la misma, por lo tanto siendo conscientes de esos limites nuestro estudio hacia el 
conocimiento en general se vuelve critico y la postura epistemológica que tomemos 
primero se abre a la búsqueda del conocimiento pero se vive en prudencia del estudio 
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critico de los mecanismos para llegar a el a efectos de que sean realizadas las mejores 
inferencias para el intento de arribar a esa verdad limitada por el conocimiento que 
tenemos del mundo. 


Ahora bien, una vez precisado lo anterior, nos detendremos a explicar la 
llamada postura racionalista de la prueba contrastándola con la postura persuasiva 0 
de la convicción, y para esto ocuparemos lo que nos menciona el profesor Ferrer*, y 
en ese sentido cuatro características han sido las relevantes para diferenciar una de 
la otra, para lo cual las citamos de la siguiente manera: 


Concepción racionalista de la prueba. 


1. Método de corroboración y refutación de hipótesis. 

2. Una versión débil del principio de inmediación. 

3. Una fuerte exigencia de motivación con respecto a los hechos en la determinación 
judicial. 

4. Un sistema de recursos sobre la motivación de los hechos. 


Concepción persuasiva o de la convicción. 


1. Método de la íntima convicción. 
2. Una versión fuerte del principio de inmediación. 
3. Una débil o inexistente motivación de los hechos en la resolución del juez. 


5 Cfr. Ferrer, J.: Prueba y verdad... , pp. 61 y ss; del mismo autor “Prolegómenos 
para una teoría sobre los estándares de prueba. El testcase de la responsabilidad 
del Estado por prisión preventiva errónea”. En “Filosofía del derecho privado”. 
Editorial Marcial Pons. 1? edición. Madrid. 2018. Pp.401 y ss; del mismo autor 
Ferrer, J. “Sobre el deber de motivación de las decisiones probatorias y el juicio 
por jurados. La sentencia V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua de la Corte IDH”. 
En Quaestio facti Revista Internacional sobre Razonamiento Probatorio. Marcial 
Pons ediciones jurídicas y sociales. Número 1. Madrid. 2020; pp. 369 y ss. 
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4. Un sistema carente de recursos sobre la motivación de los hechos o en su caso un 
sistema que dificulta tal revisión. 


En razón de lo anterior la concepción racionalista (1) parte de la idea de que la 
forma de valorar el caudal probatorio es a través del esquema de corroborar o refutar 
una hipótesis, esto último dada la posibilidad del error que existe dentro del proceso 
por un incorrecto ejercicio de razonamiento probatorio (error interno o inferencial) o 
fuera del proceso por no corresponderse con la realidad (error externo o material), y 
por su parte su espejo (B) seria la íntima convicción del juzgador donde la forma de 
resolver el asunto no es confirmando o refutando, sino que el juzgador por sí mismo 
determina lo que estime probado dado que es conforme a lo que juzgador señale, sin 
que exista un criterio controlable de la postura que tenga; por su parte para la postura 
racionalista el principio de inmediación (2) tiene una versión débil en el sentido de que 
solo sirve para que el juez conozca la prueba practicada ante él, es decir, la inmediación 
solo nos sirve para un correcto ejercicio de practica o desahogo probatorio, mas no 
para que dicho principio se ocupe para valorar, lo cual sí tiene la postura persuasiva 
(B) dado que le importa mucho la inmediación para los efectos de convencimiento, 
por lo tanto en vía de ejemplo en el caso de la prueba testimonial los elementos 
paralingilísticos que se generan ante el juez le sirven para valorar dado que son para 
“convencerlo”; en razón de lo anterior por lo que hace a la motivación de los hechos 
(3) para la postura racionalista el razonamiento probatorio que ejerza el juzgador 
tendrá que tener un plus para valorar los elementos de prueba tanto en lo individual 
como en su conjunto, no será la simple persuasión, sino que se tendrán que buscar 
otros lineamientos que sean “los más racionales” conforme a la base inferencial más 
fiable, por lo tanto al no creer en los gestos o posturas para el caso de la testimonial, 
tendrá que buscar el fundamento epistémico más sólido -en cuanto a teoría de dicho 
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conocimiento-, y en el caso en comento el juez optara por la epistemología y la 
psicología del testimonio, siendo que por su parte la postura persuasiva (C) estima 
que como la inmediación es en sentido fuerte, entonces el criterio de motivación 
se hace débil o inexistente incluso, dado que como el punto es persuadir se hace 
irrelevante la justificación probatoria a través de criterios epistémicos, puesto que la 
convicción del juzgador es lo que interesa; finalmente en razón de lo anterior, para la 
postura racionalista el hecho de que su método sea el de corroboración y refutación 
de hipótesis, que el principio de inmediación no le sirve para valorar los elementos de 
prueba y que por tanto se motive el porqué de las afirmaciones de hecho acreditadas, 
hace posible que esa motivación o justificación sea intersubjetivamente controlable, 
es decir se abre la puerta a los recursos para controlar cuestiones de hecho (4), por 
lo tanto para la postura racionalista el recurso si vigila la quaestio facti y no solo la 
quaestio ¡uris, siendo que por su parte la postura persuasiva o de la convicción (D) 
por razón de la íntima convicción, la inmediación fuerte y la ausencia de motivación 
probatoria en la quaestio facti hace innecesaria la existencia de una revisión, dado 
que si lo que importa es que el juez se convenza, resulta intrascendente controlar ese 
convencimiento porque es propio del juez. 
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111.- El “señalamiento o reconocimiento” del imputado en 
audiencia de juicio 


oca ahora mencionar lo que denominamos una práctica o usanza que se realiza 

en audiencia de juicio, esto dado que como sabemos conforme a los artículos 

371 a 376 del Código Nacional de Procedimientos Penales -en adelante CNPP- 
una de las maneras de ingresar la información de la prueba testimonial es a través 
de la herramienta denominada interrogatorio, entonces a través del mismo surge 
una practica que parece hasta de película, esto sucede cuando el Ministerio Publico 
estando en el desahogo de la prueba testimonial interrogando a una víctima, un testigo, 
un coimputado o cualquier individuo, incluso como un punto final de su interrogatorio 
tratando quizá de acabar su intervención de forma impactante, cuestiona a la persona 
de la siguiente manera: 


MP: señor X usted nos dice que el sujeto que disparo y privo de la vida a Pedro, 
es moreno, alto, pelo corto, y demás características, le pregunto ¿dónde se encuentra 
esa persona actualmente? 


Testigo X: Se encuentra en esta sala señor Ministerio Publico. 
MP: Podría observar esta sala y decirnos como viene vestida dicha persona. 


Testigo X: si señor, viene vestido con una playera gris, tiene un pantalón negro, 
y está sentado. 


MP: Testigo le pediría que nos diga con precisión ¿dónde se encuentra dicha 
persona en esta sala? 
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Testigo X: si señor, se encuentra en la mesa que dice defensor e imputado, 
esta a lado del señor de traje y corbata (lo señala directamente). 


MP: señor X muchas gracias, su señoría es cuanto por la fiscalía. 


Esta forma de presentar la información resulta una cierta costumbre que 
deviene sobre todo de un sistema anglosajón donde muy posiblemente el impacto que 
genera al jurado que una persona señale a un sujeto en audiencia es algo sumamente 
“valiente”, donde esa seguridad termina por convencer a un grupo de legos que al final 
cuando deciden lo hacen con su convicción, la cual no va a ser escrutada por nadie 
dado el intimo convencimiento que subyace en aquel sistema, por eso tal práctica 
allá funciona, pero la pregunta sería si conforme esta estructurado nuestro sistema 
jurídico mexicano ¿será que este justificado esta usanza?, veamos... Primero hemos 
de mencionar que esto desafortunadamente en el país se ve constantemente, incluso 
ha generado hasta sentencias condenatorias con este “señalamiento o supuesto 
reconocimiento en audiencia”, pero la interpelación que nos viene a la mente es ¿cómo 
es que ese testigo sabe y puede hacer esto en audiencia?, deberíamos cuestionarnos 
¿es posible que falle el testigo en audiencia de juicio al señalar a una persona?, 
máxime si luego viene el imputado uniformado del centro de reinserción, así como 
que ya existe una investigacion y proceso previo; por lo anterior resulta prudente 
mencionar aquí como es que nace y se va gestando la información probatoria relativa 
a la identificación del imputado a lo largo del proceso, lo cual pasamos a explicar. 


De antemano se debe tener claro que una persona vive un hecho, ese hecho 
externo lo percibe y lo interpreta, para después resguardarlo en su memoria la cual 
con el paso del tiempo se puede ir deteriorando en razón de múltiples fenómenos que 
suceden en la mente del ser humano, así mismo cuando evoca dicha información el 
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mecanismo de extracción que es la entrevista, declaración o interrogatorio a dicha 
persona debe tener cierta técnica a efectos de poder acceder a esa memoria, por 
lo tanto cuando una persona describe un hecho en realidad nos está diciendo un 
recuerdo, ese recuerdo por lo que hace a etapa de investigación primero se recopila 
ya sea por una entrevista ante el policía de investigación (132 fracciones | y X del 
CNPP) o por medio de una declaración tomada por el Agente del Ministerio Publico 
(127, 131 fracción Il, 212, 217, 221 y 223 del CNPP), aquí pueden suceder dos 
supuestos, en el supuesto 1 esa persona es posible que desde su declaración ya diga 
con nombre y apellido quien es el sujeto que cometió el delito porque previamente ya 
lo conoce, es decir ya existe en su memoria, y por su parte en el supuesto 2 dicha 
persona solo nos otorga características físicas del sujeto y posteriormente a través 
de un diverso antecedente de investigacion ya nos conceda quien es el poseedor de 
esas características que dijo observar, y esto se puede obtener por una declaración 
en el caso de que haya vuelto a ver al sujeto y ya sepa quien es, o en el diverso de 
que bajo una diligencia de reconocimiento de personas de forma presencial en rueda 
(277 CNPP) o por fotografías (279 CNPP) reconozca al imputado, y así se obtenga 
esta información, hemos de mencionar que es posible que esta información la persona 
la otorgue al policía investigador, a un psicólogo, a un ministerio público, y a un sin 
numero de personas conforme al caso concreto, es decir la historia e identificación 
que hace el declarante puede ser reiterada e incluso tergiversada por las múltiples 
veces que lo cuenta en la secuela procedimental, de ahí que en la indagatoria se 
recopile de esa manera formando uno o varios antecedentes de investigación, este 
será ocupado como dato de prueba en las audiencias preliminares correspondientes 
para en vía de ejemplo pedir una orden de aprehensión o incluso vincular a proceso; 
posteriormente iniciada la etapa intermedia el fiscal conforme al numeral 335 del 
CNPP en su escrito de acusación en el apartado de prueba testimonial precisa que 
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personas ofrece para que declaren en audiencia de juicio, y para esto en el caso de la 
víctima, testigo o cualquier persona que desde la investigación identifica al imputado, 
ahora acusado, el fiscal tiene la obligación de que cuando ofrezca a tal persona uno 
de los puntos sobre los que versara su interrogatorio será la aludida identificación 
del imputado, por lo tanto un punto de examen será esto del reconocimiento, lo cual 
se plasma en la acusación y el juez de control en audiencia intermedia de acuerdo al 
artículo 347 del CNPP hace la precisión en el auto de apertura a juicio oral de que tal 
persona declarara sobre ese tema; una vez hecho esto tal auto de apertura llega al 
tribunal de enjuiciamiento y comienza la etapa de juicio, cuando esto sucede el juez o 
los jueces de juicio lo único que conocen es que tal o cual persona hablara en audiencia 
sobre lo que sabe acerca de que el imputado es el sujeto que realizo el ilícito, y que 
lo reconoce, ante esto se cita a la persona a juicio o a veces queda a cargo del fiscal 
para que comparezca, esto resulta relevante porque cuando se cita a la persona, esta 
última ya sabe que ira a declarar sobre este punto, de ahí que incluso sin pensarlo 
se prepara para juicio y sabe que acudirá a decir que este sujeto cometió el delito, el 
cual supuestamente lo vio en el evento delictivo, lo alude en su declaración sea de 
forma específica o en rasgos físicos, lo señala en alguna diligencia de reconocimiento 
que hizo en la investigación, es decir ya lo vio en foto y en persona, es posible que 
estuvo presente en la audiencia inicial y lo volvió a ver, lo vio cuando fue la audiencia 
intermedia, incluso lo vio antes de que iniciara la audiencia de juicio porque vio llegar 
a la patrulla que lo traía, e inclusive también en juicio el sujeto que va a reconocer es 
el único que viene vestido con características de recluso, dado los colores que son 
comunes al respecto, todo esto ya está en el estadio previo a ese señalamiento que 
hará en audiencia; ante esto algunos defensores han optado por pedir al tribunal que 
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el imputado no esté en la sala de audiencia para que no sea señalado, como si esto 
fuese un juego de que si lo señala ya es seguro una sentencia condenatoria, así que 
mejor lo extraen de audiencia y estiman así se ganan los asuntos. 


Todo esto nos hace preguntar ¿Qué ha generado esa práctica?, pues al 
menos lo que se alcanza a ver es que algunos operadores sean Ministerios Públicos, 
Defensores e incluso Jueces, estiman muy relevante esto, e incluso fundamentan 
sentencias, o al menos lo toman como un dato importante al momento de sentenciar, 
sin tener presente toda la historia que ya existe previo a ese señalamiento y debe ser 
sujeto a escrutinio, de esta manera desafortunadamente con esto que es tan endeble, 
que pareciere que está hecho más para un sistema de persuasión que de justificación 
probatoria, esto que parece más un teatro de impacto que una presentación técnica 
de información, ha hecho que tal práctica nos devele que copiamos ideas de otras 
latitudes sin filtrar si efectivamente esa práctica nos auxilia a una mejor decisión, al 
respecto la pregunta sería ¿esto es acorde a una postura racionalista?. 
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IV. Una concepción racional de dicho señalamiento o 
reconocimiento 


hora bien, para poder establecer si efectivamente esa práctica es acorde a 

la postura racionalista de la prueba señalaremos tres cuestiones, primero las 

bases donde mencionaremos de donde partimos para la respuesta, segundo los 
lineamientos donde aludiremos a dos de los pilares del conocimiento para la valoración 
de la prueba testimonial, y tercero haremos un escrutinio de la mencionada practica 
que se ha venido realizando donde aludiremos a si esta es acorde o no a una postura 
racionalista, realizando los comentarios correspondientes a efectos de fundamentar 
con precisión las opiniones al respecto. 


Así en cuanto a las bases, recordemos que la postura racionalista busca la 
verdad como correspondencia, es decir busca saber si en realidad “Juan mato a 
Pedro”, pero nunca podrá saberlo por los limites epistémicos en general y jurídicos 
en el proceso judicial, así teniendo presente un cognoscitivismo critico sabrá que no 
podrá llegar a ese conocimiento, pero tampoco se puede ser pesimista y tener un total 
escepticismo, por lo tanto si la meta es la verdad y la herramienta para llegar a ella 
es la prueba, entonces en el proceso judicial dicha prueba es un caso especial de la 
justificación epistémica general, es decir la prueba es una parte de aquel todo llamado 
epistemología la cual trata de advertir como conocemos o aprendemos del mundo, por 
lo tanto bajo estas ideas la pregunta que nos debemos hacer es ¿Cuándo una persona 
declara, que es lo que nos otorga y como podemos evaluarlo?, ante esto y recordando 
que la postura racionalista tiene la obligación de confirmar hipótesis tratando de 
reducir el riesgo de error (Laudan?), que la inmediación que tendrá el tribunal de juicio 


6 Cfr. Laudan, L.: Verdad, error y proceso penal. Un ensayo sobre epistemología 
jurídica. Marcial Pons. 1* edición. Madrid. 2013; pp. 21 y ss. 
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no le sirve para valorar (Andrés”), que tendrá que motivar su resolución con inferencias 
probatorias de base epistémica (González?) para que un órgano superior no revoque 
su resolución por una falla en el ejercicio inferencial realizado, dicho juzgador ante 
la pregunta que ya se aludió tendrá que saber que nos dice la epistemología sobre 
la declaración de una persona, que es lo que nos otorga y bajo el conocimiento mas 
fiable que se tenga sobre el objeto de estudio de lo que nos confiere el testigo el juez 
tendrá que evaluar con tal justificación epistémica esa declaración, dado que como ya 
se dijo si la justificación probatoria es un caso especial de la justificación epistémica 
en general tendrá que buscar el juzgador en el ámbito general de la epistemología 
o del conocimiento como es que esta aborda el tema para su solución, por lo tanto 
partiendo del derecho probatorio del CNPP que en sus artículos 259, 265 y 359 
señalan que la valoración de la prueba es de forma libre y lógica, siendo entendido 
esto como una valoración cuyo único limite es la racionalidad, entonces ese derecho 
probatorio abrirá la puerta del razonamiento probatorio para que este bajo las mejores 
inferencias haga tal ejercicio, por lo tanto continuando con lo aludido el juez deberá 
preguntarse: epistémicamente ¿Cuál es el objeto de estudio de la declaración de una 
persona?. 


Esta pregunta nos confiere la llave para explicar dos lineamientos que nos 
parecen sumamente importantes para abordar dicho cuestionamiento, esto son la 
epistemología del testimonio y la psicología del testimonio. Así en cuanto al primer 


7 Cfr. Andrés, P: Los hechos en la sentencia penal. Fontamara. 1? edición. México; 
191 y ss. 
8 Cfr. González, D.: Quaestio facti. Ensayos sobre prueba, causalidad y acción. 


Palestra y Temis. 1? edición. Lima-Bogotá. 2005; pp. 53 y ss. 
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punto siguiendo a De Paula? hemos de decir que para la epistemología el testimonio es 
la afirmación que hace una persona de un estado de cosas -excluyendo las opiniones o 
sentimientos- sea presente o pasado, y cuando este testimonio entra al ámbito jurídico 
tiene al menos dos especificidades como lo son que afirme un hecho relevante para 
el proceso judicial y que lo que se dice importa en términos de verdad, es decir que si 
un testigo dice algo, este algo debe corresponderse con la realidad, dado que lo que 
trasmite el testigo será una comunicación que posteriormente será reevaluado por el 
que lo recibe -en el caso el juez- para confirmar o refutar dicha información otorgada; 
por su parte cuando el juzgador o receptor recibe esa información la epistemología 
del testimonio si es guiada por una postura racionalista estimamos que debe partir 
de un no presuntivismo o reduccionismo epistemológico, esto quiere decir que no 
porque el testigo diga algo ya se le cree, no es así, sino que se tiene que advertir 
que es lo que el testigo nos otorga cuando declara y teniendo ese objeto de estudio 
evaluar lo que el declarante nos dice conforme a la ciencia idónea, así como ya se dijo 
líneas anteriores lo que el testigo nos otorga en el proceso judicial es esa afirmación 
de estado de cosas por lo regular de hechos pasados, es lo que se denomina UN 
RECUERDO, y ese recuerdo será el objeto de estudio de la ciencia correspondiente que 
servirá como máxima de experiencia para que el juzgador justifique su decisión, esto 
inicia el camino al segundo lineamiento, la psicología del testimonio. En tal sentido 


9 Cfr. De Paula, V.: La prueba testifical. Del subjetivismo al objetivismo, del 
aislamiento científico al dialogo con la psicología y epistemología. Marcial Pons. 
1? edición. Madrid. 2019; pp. 69 y ss.Madrid. 29 y ss. 
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en cuando al segundo lineamiento siguiendo a Manzanero'?, Diges* y Mazzoni?? 
para la psicología del testimonio -la cual es una ciencia experimental no clínica- la 
declaración de una persona es un recuerdo, un indicio cognitivo, ese recuerdo primero 
se codifica, luego pasa un tiempo de retención del mismo y finalmente se evoca en 
algún momento cuando se declara, así en cuanto a lo primero, es decir la codificación 
ese recuerdo surge a través de la percepción e interpretación que tenga una persona 
con respecto al hecho o estados de cosas, es por eso que se habla muchas veces 
de hecho externo, hecho percibido y hecho interpretado (González'*) donde el ser 
humano al percibir tal suceso lo interpreta y lo resguarda en su mente para algún 
día evocar ese recuerdo, y esto que parece tan sencillo no resulta ser así, dado que 
cuando una persona percibe un hecho esa persona ya tiene una vida la cual le obliga 
a interpretar el mundo conforme a esa vida de recuerdos y conocimientos previos, por 
lo tanto cuando la persona percibe, e interpreta lo que percibe a través de su memoria 
autobiográfica, semántica y episódica por mencionar algunas, así mismo cuando ese 
testigo aprecia el mundo puede tener errores de percepción o interpretación, esto 
acaece por factores que subyacen en el suceso como las condiciones relativas al 


10 Cfr. Manzanero, A.: Realidad y fantasía: credibilidad, metamemoria y testimonio”. 
Departamento de psicología básica, Universidad Autonoma de Madrid. 1* 
edición. Madrid. 1991; pp. 7 y ss.; del mismo autor Manzanero, A. “Memoria de 
testigos. Obtención y valoración de la prueba testifical”. Ediciones pirámide. 1? 
edición. Madrid. 2010. 23 y ss.; del mismo autor en coautoría con González, J.: 
Obtención y valoración del testimonio. Protocolo holístico de evaluación de la 
prueba testifical. Ediciones pirámide. 1* edición. Madrid. 2018; pp. 21 y ss. 


11 Cfr. Diges, M.: Testigos, sospechosos y recuerdos falsos. Estudios de psicología 
forense. Editorial Trotta. 1? edición. Madrid. 2016; pp. 21 y ss. 


12 Cfr. Mazzoni, G.: Se puede creer a un testigo. El testimonio y las trampas de la 
memoria. Editorial Trotta. 1? edición. Madrid. 2010; de la misma autora Mazzoni, 
G. “Psicología del testimonio”. Editorial Trotta. 1? edición. Roma. 2019; pp. 21 y 
ss. 


13 Op. cit 2005 Pp. 26 y ss 
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lugar, si es de día o de noche, la distancia, la violencia, la duración y el tipo de 
evento, así tambien habrá que tomar en cuenta factores del testigo es decir su 
edad, emociones, conocimientos, estereotipos, prejuicios, entre diversas cuestiones 
que tienen que ver con las personas en general, así tambien debemos hacer notar lo 
relativo a la llamada atención del testigo y el lenguaje, puesto que como ya se dijo 
todos tenemos una vida diferente entonces nuestro interés por las cosas del mundo 
generan nuestros puntos de atención así como el lenguaje que nosotros tenemos, lo 
cual resulta relevante al momento de percibir e interpretar un evento, pues para lo que 
para unos sería algo relevante para otros no, lo que uno perciba puede no percibirlo 
otro, lo que uno interpreta puede que otro lo interprete diferente, una palabra puede 
significar dos cosas diferentes, y no es que nos sentemos en una posición extrema 
de que cada quien ve el mundo diferente y bajo un escepticismo total no se pueda 
contralar, no queremos decir esto, sino que debemos tener presente que esos factores 
influyen al momento de tal codificación de lo percibido y posteriormente resguardado 
en la mente, de ahí que una persona cuando percibe e interpreta ese hecho externo se 
enfrenta a todos esos factores y diversos fenómenos que hacen que lo que percibió 
e interpreto quede de una u otro forma en su psique, siendo posible que el grado de 
exactitud del recuerdo no sea totalmente fiable, generándose errores de omisión o de 
comisión que serán importantes al momento de mencionar tal memoria, así mismo 
independientemente de que el testigo tiene todos esos factores al momento de la 
codificación de ese recuerdo, debemos tener presente un posterior y segundo momento 
que es ese lapso de tiempo aunque sea mínimo entre la codificación y la recuperación 
de dicha remembranza, ese lapso es el tiempo de retención, y en ese tiempo pueden 
existir por igual ciertos fenómenos que contaminen el recuerdo como sugestiones 
por información post suceso, memorias implantadas como el clásico caso del adulto 
que le implanta ideas a los niños, o diversos fenómenos que contaminan ese indicio 
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cognitivo que debería estar nítido para su evocación en la sede judicial, de ahí que otra 
cuestión a tener en cuenta es preguntarse qué sucedió en ese tiempo de retención 
del recuerdo, ya finalmente el aludido recuerdo tendrá que ser declarado, para esto 
también existen ciertos problemas, dado que como sabemos una declaración puede 
ser libre cuando una persona abiertamente sin preguntas nos cuenta lo sucedido, así 
también puede ser con una serie de interrogaciones las cuales deben ser realizadas 
de forma científica para que no se contamine incluso más de lo que ya se encuentra 
el aludido indicio resguardado en la mente, por lo tanto esas preguntas deben tratar 
de no confundir, de no implantar recuerdos falsos, de no tergiversar la información, 
de no descontextualizar el relato, entre otras características que el entrevistador 
debe tener presente para la correcta toma de la evidencia cognoscitiva, precisando 
que esto último relativo a la obtención de la información por el entrevistador son los 
llamados factores del sistema que trascienden para una mejor obtención del episodio 
cognitivo que tiene el declarante; todo lo anterior ha sido estudiado por la psicología 
experimental de ahí el sustento epistémico y base de una valoración racional, por lo 
tanto la epistemología del testimonio y la psicología del mismo son dos lineamientos 
sumamente relevantes para evaluar de forma racional lo que un ser humano nos 
declara, excluyendo así una postura persuasiva. 


Precisado lo anterior ahora toca hacer el escrutinio de la practica consistente 
en que el declarante sea víctima, testigo, coimputado o cualquier persona “señala 
o reconoce” al imputado en audiencia de juicio, para esto desde este momento se 
precisa que se pone entre comillas “señalar y reconocer” porque primero si bien es 
un señalamiento de facto en audiencia dado que el testigo incluso a veces hasta se 
le pide que con el dedo lo señale, y segundo pareciere que se piensa que el testigo 
lo reconoce en audiencia por este ejercicio, esto NO es así, puesto que como resulta 
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por demás obvio la persona que hace este ejercicio ya previamente sabe quién es, 
esto dado que ya sucedió el evento, ya existieron actos en la investigación, actos 
judiciales en la audiencia inicial, la intermedia o en el propio juicio de que el testigo 
sabe que esa persona es el sujeto al proceso, de ahí que en el caso no se está haciendo 
ningún señalamiento o reconocimiento nuevo no se haya hecho ya anteriormente, 
por estas razones esta supuesta practica se haga o no resulta irrelevante, dado que 
lo que debería preguntarse el operador sea el fiscal, el defensor o el juez, no es ese 
acto en audiencia pues si así lo hace se estaría ante una postura persuasiva dado 
que ese “impacto” porque lo hace en audiencia raya en la impresión, en lo teatral, en 
lo actuado, por lo tanto raya en la concepción fuerte de la inmediación, de ahí que 
como se viene diciendo entonces es mera convicción, por esta cuestión el tribunal de 
enjuiciamiento lo que debería tener presente son todos los fenómenos mencionados 
que tienen que ver con el recuerdo que viene a declarar el sujeto a la audiencia, es 
decir lo que debe tener presente el juez son todos los momentos que subyacen en la 
codificación, en la retención y en la recuperación de ese recuerdo, tomando en cuenta 
los factores antedichos del suceso, del testigo y del sistema, que pudiesen mejorar 0 
distorsionar tal indicio cognitivo pues así lo dicen la epistemología más fiable, es decir 
la psicología del testimonio, incluso ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
el Amparo Directo en Revisión 5601/2014 ha señalado: 


“(...) Al respecto, la doctrina especializada se ha encargado de enfatizar 
que carecen de toda base científica las creencias, bastante extendidas 
en el ámbito forense, en el sentido de que testigos adultos y sinceros 
siempre son exactos en sus identificaciones o que la seguridad y 
la confianza subjetiva que muestra un testigo cuando reconoce a 
una persona como autor de un delito supone una fiabilidad total en 
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la identificación, toda vez que se trata de creencias que han sido 
desmentidas por la piscología del testimonio. En realidad, la fiabilidad 
de un testigo sincero es una cuestión que depende en buena medida 
de la exactitud del recuerdo, lo cual a su vez está condicionado por 
factores de muy diverso tipo (...)” 


Las razones anteriores nos obligan a mencionar que la aludida practica debería 
ser puesta en tela de duda cuando se hace como una escena teatral de impacto, 
cuando se hace para persuadir, cuando se hace para impresionar, y tratando de 
mejorar la incorporación de información a juicio debería ponerse la seriedad debida 
a efectos de que el declarante cuando diga que el sujeto que está en audiencia es el 
que cometió el ilícito, será solo el primer paso para que dicho declarante nos explique 
cómo es que sabe que este sujeto es el que percibió aquel día del evento; para lo 
anterior recordemos los supuestos 1 y 2 planteados en el apartado anterior, en el 
supuesto 1 el declarante ya conocía al imputado por eso lo reconoce y el supuesto 
2 no lo conocía de ahí que o lo vuelve a ver por casualidad o porque se hace un 
acto de investigacion relativo al reconocimiento en rueda o por fotografía; en tal 
sentido el supuesto 1 que pareciere muy sencillo tiene de si los problemas básicos 
de la codificación, es decir si bien el declarante ya conocía al imputado, lo cierto 
es que el juzgador deberá evaluar todos los factores del suceso y del testigo que 
pudiesen influir en la percepción e interpretación del suceso, así como los tipos de 
memoria ocupadas, sus sesgos, atención y diversos puntos sobre esa codificación, 
teniendo presente que si bien desde el día del evento lo conoce, se debe tener en 
cuenta el tiempo de retención y las diversas recuperaciones de memoria sobre este 
tópico que ha generado el sistema ministerial y judicial, para tener lo mas intacto 
posible ese recuerdo para una evaluación positiva; por su parte el supuesto 2 es 


38 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


más complejo dado que aquí el testigo no conoce al sujeto, sino que por una variable 
posterior ya sea casual por haberlo visto en algún sitio o porque el sistema influyo por 
razón del reconocimiento en rueda o en foto, tal identificación del sujeto solo existe 
primariamente con características físicas generales, pues cuando el testigo vive el 
suceso al no conocerlo solo otorga esas características, de ahí que en este primer 
punto los problemas de la codificación se actualizan con mayor agudeza sobre todo por 
la ausencia de memoria sobre quien es el individuo que genera el evento delictivo, así 
también resulta obvio que en el tiempo de retención de ese recuerdo es determinante 
los factores de influencia que tiene el declarante al tener solo características físicas 
generales, por lo tanto en esa segunda vez que al sujeto sea casual o por el sistema 
ya hay un tiempo que paso donde puede verse contaminada la memoria, por lo tanto 
el juzgador deberá tener presente que sucedió en este lapso y como en la diligencia en 
rueda o por foto (para un gran estudio del reconocimiento mediante fotografía véase 
el estudio conjunto de Diges, García, Miranda, Nieva, Obach y Pérez-Mata, 2014) se 
hizo tal reconocimiento, puesto que si es sesgado o sugerido lo que va a decir a la 
audiencia se asemeja a la escena del crimen que ha sido traspasada, contaminada y 
genera poca fiabilidad, de ahí que eso deberá explicarse en audiencia estos detalles de 
cómo se codificaron esos rasgos, como se retuvieron, como se obtuvieron al reconocer 
en investigación y como fue avanzando posteriormente para llegar hasta el juicio a 
efectos de que el juzgador logre evaluar la exactitud del recuerdo y la credibilidad de 
lo dicho. 


Todo lo anterior resulta ser solo una pincelada de lo que lo que la postura 
racionalista y en el caso aterrizada en la prueba testifical mediante la psicología del 
testimonio nos ayuda a comprender y sobre todo justificar epistémicamente mejor la 
decisión que por la alta gravedad del error que resulta una condena o una absolución 
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falsa es prudente tener a la mano estas herramientas que el conocimiento más fiable 
a la fecha nos otorga, razones por las cuales se invita a dejar de lado esas posturas 
persuasivas y generar la racionalidad a través de las mejores inferencias que el mundo 


del conocimiento en general nos regala para que en el proceso las aterricemos para 
generar lo que todos queremos: justicia. 
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Conclusiones 
Por lo anterior estimamos mencionar las siguientes conclusiones: 


Ese señalamiento o reconocimiento que una persona hace del imputado en 
audiencia de juicio, no es relevante, lo que importa es como es que el testigo 
formo en su mente ese recuerdo sobre la identificación del imputado, como 
lo codifico, retuvo y evoco, bajo los diversos factores subyacentes en dicha 
remembranza. 

La postura racionalista a través de sus tesis, presupuestos y bases de 
diferenciación nos ayudan a comprender que si esta práctica genera 
sentencias sobre todo condenatorias, nos estamos moviendo en el plano de la 
postura persuasiva por la fuerte concepción de la inmediación que se tendría 
si aceptáramos la usanza a estudio. 

La psicología del testimonio al tener fuente experimental resulta ser la base 
de conocimiento más fiable y por lo tanto mejora la evaluación del recuerdo 
que esa persona va a aludir en audiencia de juicio, de ahí que la justificación 
de la hipótesis de que una persona reconoce a otra solo será viable por las 
mejores inferencias epistémicamente justificadas. 


41 


Imputado 


Imputado 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


42 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía: 


Accatino, D.: Teoría de la prueba: ¿somos todos “racionalistas” ahora?. En Revista 
Revus on line, numero 39. |2019. 


Andrés Ibáñez, P.: Los hechos en la sentencia penal. Fontamara. 2005. 


De Paula Ramos, V.: La prueba testifical. Del subjetivismo al objetivismo, del 
aislamiento científico al dialogo con la psicología y epistemología. Madrid. 
Marcial Pons. 2019. 


Diges, M.: Testigos, sospechosos y recuerdos falsos. Estudios de psicología forense. 
Madrid. Editorial Trotta. 2016. 


Diges, M., García Martínez, M. del C., Miranda Estrampes, M., Nieva Fenoll, J., Obach 
Martinez, J. y Pérez-Mata, N.: Identificaciones fotográficas y en rueda de 
reconocimiento. Un análisis desde el derecho procesal penal y la psicología 
del testimonio. Madrid. Marcial Pons. 2014. 


Ferrer Beltrán, J.: Prueba y verdad en el proceso. Madrid. 2* edición. Editorial Marcial 
Pons. 2005. 


La valoración racional de la prueba. Madrid. Editorial Marcial Pons. 2007. 


Gascón Abellan, M.: Los hechos en el derecho. Bases argumentales de la prueba. 3* 
edición. Madrid. Editorial Marcial Pons. 2010. 


La prueba de los hechos. 4* edición. Madrid. Editorial Trotta. Traducción de Jordi 
Ferrer Beltrán. 2011. 


43 


Imputado 


Imputado 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


González Lagier, D.: Quaestio facti. Ensayos sobre prueba, causalidad y acción. Lima- 
Bogotá. Palestra y Temis. 2005. 


Manzanero, A.: Realidad y fantasía: credibilidad, metamemoria y testimonio. 
Departamento de psicología básica, Universidad Autónoma de Madrid. 
1991. 


Memoria de testigos. Obtención y valoración de la prueba testifical. Madrid. Ediciones 
pirámide. 2010. 


Manzanero, A. y Luis González, J.: Obtención y valoración del testimonio. Protocolo 
holístico de evaluación de la prueba testifical. Madrid. Ediciones pirámide. 
2018. 


Laudan, L.: Verdad, error y proceso penal. Un ensayo sobre epistemología jurídica. 
Madrid. Marcial Pons. 2013. 


Mazzoni, G.: Se puede creer a un testigo. El testimonio y las trampas de la memoria. 
Madrid. Editorial Trotta. 2010. 


Psicología del testimonio. Roma. Editorial Trotta. 2019. 


Prolegómenos para una teoría sobre los estándares de prueba. El test case de la 
responsabilidad del Estado por prisión preventiva errónea. M. Papayanis, 
Diego y Pereida Fredes, Esteban. “Filosofía del derecho privado”. Madrid. 
Editorial Marcial Pons. 2018. 


qe 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Sobre el deber de motivación de las decisiones probatorias y el juicio por 
jurados. La sentencia V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua de la Corte IDH. 
En Quaestio facti Revista Internacional sobre Razonamiento Probatorio. 
Madrid. Marcial Pons ediciones jurídicas y sociales. 2020. 


Taruffo, M.: Simplemente la verdad. El juez en la construcción de los hechos. Madrid. 
Editorial Marcial Pons. Traducción de Daniela Accatino Scagliotti. 2010. 


45 


Imputado 


Imputado 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


46 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La independencia judicial como derecho humano y 
su conflicto con la obligatoriedad irrestricta de la 
jurisprudencia 


Michael Rolla Negrete Cárdenas 
Introducción 


ecientemente, con motivo de la transición en la presidencia del máximo tribunal 

del país, su nuevo titular, el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, se ha 

pronunciado enfáticamente sobre la necesidad de que el Poder Judicial de la 
Federación preserve su independencia. El Ministro presidente, ha explicado que la 
independencia judicial comprende tanto a la institución en su conjunto, como a las 
decisiones de cada juez en lo particular, que deben someterse en todo momento a 
la Constitución, al margen de cualquier otro tipo de presiones o interés de naturales 
política, personal o corporativa. La preocupación del titular de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación no es baladí, pues el deber de independencia de los jueces tiene 
como reflejo la garantía del derecho humano de toda persona a ser juzgadas por un 
tribunal independiente. 
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En el presente trabajo se plante la existencia de un riesgo a la independencia 
judicial generado al interior de la propia institución debido al sistema de obligatoriedad 
irrestricta de la jurisprudencia. 


Oportuno resulta aclarar que aquí no se pretende analizar la cuestión sobre 
la conveniencia o inconveniencia de que el sistema jurídico conceda vinculatoriead 
formal a la jurisprudencia, ni si tal sistema es per se, nocivo para la independencia 
judicial. Lo que el presente trabajo pretende, es visibilizar un problema concreto del 
régimen de obligatoriedad de la jurisprudencia, especificamente en el contexto de un 
Estado constitucional de derecho, en el que los jueces tienen una posición diferenciada 
en cuanto a su obligación de hacer prevalecer la protección más amplia a los derechos 
humanos por encima de cualquier disposición normativa que pueda haber en contra. 
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l. La independencia judicial: derecho humano y obligación 
constitucional 


s generalmente aceptado, que a partir de las reformas constitucionales del 6 y 

10 de julio del 2011, en México opera un modelo de Estado Constitucional de 

Derecho en el que la tutela de los derechos humanos es la piedra angular del 
sistema jurídico. 


Así, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en 
sus párrafos primero, segundo y tercero, de su artículo 1%, la inexcusable obligación 
del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos que 
han sido reconocidos tanto en la Constitución, como en los tratados internacionales 
sobre la materia, en los que el Estado mexicano sea parte. 


Adicionalmente, el citado artículo 1% constitucional predica en su párrafo 
tercero, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de interpretar las normas relativas a los derechos humanos, favoreciendo 
en todo momento la protección más amplia a las personas. 


Si bien, el cumplimiento de las obligaciones arriba enunciadas ha sido 
encomendado, al Estado en su conjunto, resulta especial el papel que desempeña 
el Poder Judicial en lo particular, pues, la Constitución le ha conferido a esta rama 
del poder público la garantía de los derechos humanos, a través de la potestad para 
revisar la constitucionalidad de los actos de los otros poderes y órganos estatales. 


En concordancia con lo anterior, todos los jueces del Estado están facultados 
para inaplicar cualquier norma jurídica que, en un caso concreto de su conocimiento, 
resulte incompatible con los derechos humanos reconocidos constitucional y 
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convencionalmente. Empero, para que el Poder Judicial sea capaz de cumplir 
efectivamente con sus funciones, necesita contar con ciertos presupuestos 
institucionales y materiales que garanticen su independencia como garante del 
control constitucional de los actos de autoridad. Es por esto, que la independencia 
de los jueces se considera un elemento esencial de todo Estado de derecho, toda vez 
que su vigencia representa una garantía para la protección de los derechos de los 
ciudadanos.' 


Sobre el contenido y alcance de la independencia judicial, Aguiló Regla? señala 
que, ésta consiste básicamente en el deber del juez de obediencia exclusiva al Derecho, 
o dicho de otro modo, en el deber que tiene todo juzgador de no someterse a ningún 
tipo de influencia exógena al Derecho. 


En este orden de ideas, Sebastián Linares? distingue dos connotaciones de la 
independencia judicial: la positiva y la negativa. En términos positivos, una decisión 
judicial es independiente cuando se encuentra basada únicamente en la valoración 
jurídica de los hechos que se someten al conocimiento del juez, de conformidad con las 
fuentes del derecho vigentes. En términos negativos, una decisión es independiente 
siempre que se encuentre ausente de interferencias indebidas, entendidas estas 
como aquellas provenientes de relaciones de poder metajurídicas, tales como; la 
intimidación, la manipulación ideológica o las lealtades políticas. 


1 Cfr. Guarnieri, C.:y Pederzoli, P.: Jueces y Política. Taurus. Madrid,1999; p. 16. 


2 Cfr. Aguilo, J.: Independencia e Imparcialidad de los Jueces y Argumentación 
Jurídica. En revista Isonomía. No. 6, México. 1997; p. 74. 


3 Cfr. Linares, S.: La independencia judicial: conceptualización y medición. En 
Política y Gobierno, Centro de Investigación y Docencia Económicas vol. 11, 
núm. 1, 2004; pp. 82 y ss. 
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Siguiendo con el mismo autor, la independencia judicial se pude considerar, 
tanto en relación al Poder Judicial en su conjunto, como en relación a los jueces en 
lo individual. Así, cuando hablamos de la independencia del poder judicial frente a 
los otros poderes del estado, estamos hablando de una dimensión “externa” de la 
independencia judicial. En cambio, cuando hablamos de la independencia de los jueces 
en lo individual, esta se entiende no solo en un sentido externo, sino también interno, 
es decir, respecto a los jueces en lo individual frente a los propios operadores del 
Poder judicial. 


Para los fines del presente trabajo, el aspecto que interesa de la independencia 
judicial es su dimensión interna, sobre la cual Perfecto Andrés Ibáñez* explica que 
consiste en la ausencia de influencias provenientes del interior del propio Poder 
Judicial como grupo burocráticamente estructurado, y que se basa en apartar al juez 
de amenazas relacionadas a sus aspiraciones de prestigio profesional y social, y de 
mejoras económicas, que pueden condicionar y limitar su autonomía decisional. 


En este sentido, la independencia judicial, al ser un presupuesto indispensable 
para garantizar que los jueces sometan sus resoluciones únicamente al imperio del 
derecho, sin atender a ningún tipo de influencia indebida, implica que se erija también 


4 Cfr. Ibañez, P. A.: Ética de la Independencia Judicial. En El Buen Jurista: 
Deontología Jurídica, García, C.: (Coord.). Tirant Lo Blanch. Valencia, 2013; 
pp. 41 y ss. 
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como un derecho humano, ya que toda persona tiene el derecho a ser juzgada por 
un tribunal independiente, derecho que se encuentra explícitamente reconocido en el 
artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos.* 


Es así que, la independencia judicial, al ser un presupuesto fundamental para el 
funcionamiento del Poder judicial, se constituye como una obligación a cargo de todos 
los jueces en particular, que corresponde al derecho humano de toda persona de ser 
juzgada por un tribunal independiente. 


5 Cfr. “Artículo 8.- Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente independiente e imparcial 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” 
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ll. La jurisprudencia: su naturaleza y su papel en el sistema 
jurídico mexicano 


n el sistema jurídico mexicano, el Poder Judicial de la Federación produce un tipo 
de norma jurídica que constituye una fuente formal de derecho: la jurisprudencia. 


En efecto, el artículo 94 constitucional faculta a al Poder Judicial de la Federación 
para emitir jurisprudencia, figura proveniente del common law, y que, en esencia 
consiste en el respeto que los jueces deben tener por las decisiones precedentes 
tomadas por otros tribunales que resolvieron un problema semejante.* 


El precepto constitucional mencionado delega la regulación sobre la 
jurisprudencia a la Ley de Amparo, que en su artículo 217 dispone que la jurisprudencia 
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación tendrá fuerza vinculante sobre 
todos los órganos jurisdiccionales del país, quienes al resolver cada caso que sea 
de su conocimiento, tendrán la obligación de sujetar sus resoluciones a la norma 
jurisprudencial aplicable.” 


6 Summers, R.: El precedente en los Estados Unidos de América (Estado de Nueva 
York). En La Interpretación del Precedente: Un Estudio Comparativo, traducción 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Maccormick, N. y 
Summers, R. (Coords.). México. 2016, p.331. 


7 La ley de amparo regula también la obligatoriedad de la jurisprudencia que 
fijan otros órganos del Poder Judicial de la federación, como los Tribunales 
Colegiados de Circuito, sin embargo el presente trabajo se avoca únicamente 
a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por ser la que 
tiene vinculatoriedad para dodos los tribunales del país. 
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La razón de que los jueces subordinen sus resoluciones a los criterios de la 
Suprema Corte se sustenta en la idea que las determinaciones de esta constituyen la 
interpretación “correcta” de la ley.? 


Sin embargo, la idea de que la jurisprudencia es la simple interpretación de la 
ley, en el caso de México, dista mucho de la realidad, pues, aunque con características 
peculiares, la jurisprudencia tiene la naturaleza de una autentica norma jurídica*, que, 
de hecho, es generalmente tomada en cuenta por los operadores jurídicos de forma 
preferente a la ley, e incluso, al texto constitucional.*” 


8 Ver la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Julio de 1994, 
Octava Época, Tomo XIV, Julio de 1994, p. 644. 


9 Respecto a esta afirmación, Rafael Coello ha desarrollado un interesante análisis 
sobre la naturaleza jurídica de la jurisprudencia en el que, después de examinar 
las características teóricas de las normas generales concluye lo siguiente: *(...) 
la jurisprudencia derivada de la Ley de Amparo no tiene los rasgos distintivos de 
una norma jurídica general producto de una potestad normativa, pero tampoco 
la de una norma jurídica individualizada, derivada de encontrar su origen en un 
acto jurisdiccional, por lo que es menester reconocerle una naturaleza propia 
diversa a la de esas normas jurídicas” (Coello, R.: La Aplicación Retroactiva 
de la Jurisprudencia Regulada en la Ley de Amparo, en Judicatus, Revista del 
Poder Judicial del Estado de Nuevo León, año 2, núm. 4, 2014, p. 38.). 


10 Cfr. En relación a lo último, nos adherimos a Vicente Fernández Fernández 
cuando realiza la siguiente descripción del papel de lajurisprudencia en el sistema 
jurídico mexicano: “La jurisprudencia en México ha sido de gran importancia en 
el desarrollo jurídico, porque aun cuando no estamos en un sistema donde lo 
que prima sea el precedente, como en Estados Unidos, a causa de la naturaleza 
misma de la jurisprudencia se ha llegado a veces al extremo (...) Decimos que 
son extremos porque se ha ido desnaturalizando la esencia de la jurisprudencia, 
al pasar de ser el resultado de la interpretación de la ley, no solamente a una 
actividad integradora de ella —que ya de por sí es un exceso—, sino a conformar 
una actividad cuasilegislativa, al modificar las normas, cambiar su sentido, crear 
figuras no reguladas, siempre bajo la justificación de que es en beneficio del 
gobernado y del propio orden jurídico nacional” (Fernández, V.: La justicia de 
los precedentes. ¿Invasión a la independencia y autonomía del juzgador? En 
Revista de Derecho (Valdivia), vol. XXIX, núm. 2, Universidad Austral de Chile, 
Valdivia. 2016;p. 28.) 
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Por otro lado, tampoco es acertada la consideración dogmática sobre la 
infalibilidad de la jurisprudencia, tal como se explicará a continuación. 
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lII. La falibilidad de la jurisprudencia 


omo se ha dicho hasta ahora, en México la jurisprudencia es una auténtica norma 

jurídica, cuyo contenido es considerado como la interpretación “correcta” de 

la ley. No obstante, lo cierto es que existe la posibilidad de que el propio Poder 
Judicial de la Federación fije criterios de interpretación que lejos de ser “correctos”, 
sean incompatibles con una interpretación más para los derechos humanos. 


Una muestra emblemática de lo anterior, se encuentra en la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 23 de noviembre del 2009 por 
la que se resolvió el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. 


En la sentencia de referencia, la Corte Interamericana determinó en los 
párrafos 339, 340 y 341", que el Poder Judicial del Estado mexicano, a través de 
su jurisprudencia, había realizado una errónea interpretación sobre los alcances del 
fuero militar, en contravención a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


Con este antecedente, a partir del 2011, con la introducción del control difuso 
de constitucionalidad y de convencionalidad en el sistema jurídico, abrió la posibilidad 
de que los jueces implicaran normas jurisprudenciales, ya que, considerando que la 
jurisprudencia tiene la misma naturaleza de una norma jurídica, no había razón para 
que, en un caso concreto, su aplicación no fuese susceptible de someterse, a un 
escrutinio de constitucionalidad o de convencionalidad. 


11 Sentencia Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, 2009, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos; p. 93. 
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La conclusión anterior fue compartida por varios jueces mexicanos durante 
los primeros años posteriores a la reforma del 2011, tal y como lo describe María 
Amparo Hernández Chong Cuy en un trabajo del año 2014”, en el que ofrece un 
muestrario de casos en los que, con posterioridad a la adopción del control difuso de 
constitucionalidad y convencionalidad en el sistema jurídico, Tribunales Colegiados 
de Circuito comenzaron a inaplicar normas jurisprudenciales emitidas por la Suprema 
Corte, por considerar que la jurisprudencial aplicable al caso concreto resultaba 
incompatible con la interpretación mas favorable para la tutela de los derechos 
humanos.?$ 


Sin embargo, la misma autora relata cómo, posteriormente, ante un caso de 
inaplicación de una jurisprudencia por vía control difuso de convencionalidad””, la 
Suprema Corte reafirmo el dogma sobre la obligatoriedad intangible de la jurisprudencia, 
la cual plasmó en la resolución del amparo directo en revisión 2126/2012, donde el 
máximo tribunal señalo que los órganos jurisdiccionales carecen de facultades para 
reinterpretar el contenido de una jurisprudencia.** 


12 Cfr. Hernández, M. A.: Crónicas de una muerte anunciada. (La obligatoriedad de 
la jurisprudencia en entredicho. En revista del Instituto de la Judicatura Federal, 
Núm. 38. México.2014; pp. 81 y ss. 


13 Se menciona específicamente las siguientes tesis jurisprudenciales: 1a./J. 
90/2008 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, enero de 
2009 Página: 347 y J; 9a. Época; la. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XVIII, Agosto de 
2003; p. 175. 


14 Se menciona la inaplicación de la tesis jurisprudencial: 10a. Época; 1a. Sala; 
S.J.F. y su Gaceta; Libro l!l, Diciembre de 2011, Tomo 3; p. 2235. 


15 El fragmento preciso de la sentencia señala lo siguiente: “(...) si existe 
jurisprudencia del Máximo Tribunal exactamente aplicable al caso, los órganos 
jurisdiccionales obligados a cumplir con ella carecen de atribuciones para 
reinterpretar su contenido, pues uno de los derechos fundamentales que 
ante todo debe observar el juzgador es precisamente la seguridad jurídica 
que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, la cual se haría nugatoria 


58 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Con la resolución anterior, la Suprema Corte manifestó claramente su 
oposición a que un tribunal de menor jerarquía, cuestionara la corrección de sus 
criterios jurisprudenciales, como si se tratara de una especie de instancia infalible. Sin 
embargo, esta resolución no dejaba de ser más que una sentencia y no un precedente 
vinculante, por lo que la discusión seguía abierta. 


No fue sino hasta a finales del 2014, cuando con motivo de la contradicción 
de tesis 299/2013, la Suprema Corte tomó la oportunidad para poner punto final a la 
controversia en torno a la interpretación de las normas jurisprudenciales, al resolver 
lo siguiente: 


“(...) no es posible determinar que la jurisprudencia del Máximo Tribunal 
del país pueda ser objeto de la decisión de un órgano de menor grado 
que tienda a inaplicarla, como resultado del ejercicio de control de 
convencionalidad ex officio, porque permitirlo daría como resultado 
que perdiera su carácter de obligatoria, ocasionando falta de certeza y 
seguridad jurídica (...).”* 


si la obligatoriedad de la jurisprudencia dependiera de lo que en cada caso 
determinaran los órganos jurisdiccionales que por disposición legal tienen 
el deber de acatarla .” (Ejecutoria de la sentencia de amparo directo en 
revisión 2126/2012, p. 5, disponible en línea en: http: //ius.scjin.gob.mx/sjfsist/ 
Documentos/Ejecutorias/24374.paf, consultada el 23 de mayo 2017.) 


16 Tesis: P./J. 64/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo l, p. 8. 
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Con motivo de esta resolución, el entonces Ministro de la Suprema Corte, 
José Ramón Cossío Díaz y Roberto Lara Chagoyan realizaron un trabajo en el que 
elaboraron una crítica a la decisión tomada por la Corte.?” 


Los autores exponen la incongruencia en la decisión de la Corte al aceptar 
que, una norma de fuente legislativa, dotada de legitimidad democrática si pueda 
ser susceptible de un control difuso de constitucionalidad y convencionalidad por 
cualquier juez, mientras que se niega la misma posibilidad respecto a una norma 
de fuente jurisprudencial'?, pues a menos que se acepte el carácter infalible de la 
Suprema Corte, no existen razones sostenibles para negar que un juez no pueda 
implicar en un caso concreto, una norma jurisprudencial que considere incompatible 
con una interpretación más favorable para la tutela de los derechos humanos, siempre 
que aquel asuma la carga de la argumentación para justificar su decisión. 


La postura de los citados autores se resume perfectamente con la siguiente 
afirmación: 


“(..) en los tiempos que corren, resulta ya inaceptable una 
concepción de la jurisprudencia como una norma intangible, infalible 
y que indefectiblemente contiene la interpretación final de un derecho 
humano, ya que esa concepción resulta frontalmente contraria a la idea 


17 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con la jurisprudencia que viola derechos 
humanos?. En revista del Centro de Estudio Constitucionales, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, año |, Núm. 1, julio-diciembre 2015, México; p. 169- 
191. 


18 De acuerdo con el trabajo de los autores, la Corte reconoce la naturaleza jurídica 
de la jurisprudencia como una norma jurídica. 
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de los derechos humanos que hemos adoptado en México a través del 
contenido del artículo 1% de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (...)”.** 


Como se puede ver, pese al cambio de paradigma constitucional en materia 
de derechos humanos, la Suprema Corte no ha disminuido ni un ápice el dogmatismo 
hacia la intangibilidad de la jurisprudencia. 


En el siguiente apartado se explicara, como la postura de la Suprema Corte 
implica una vulneración a la independencia judicial en su dimensión interna. 


19 Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 191. 
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IV. Independencia judicial vs. acatamiento irrestricto de la 
jurisprudencia 


odo lo expuesto hasta ahora permite abordar el problema central del presente 

trabajo, el cual radica en que, ante el actual paradigma de derechos humanos, 

el régimen de obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia que ha impuesto la 
Suprema Corte a partir de la tesis P./J. 64/2014, surgida con motivo de la contradicción 
de tesis 299/2013, es incompatible con las obligaciones constitucionales de los jueces, 
pues, pese a que están conminados a ejercer un control difuso de constitucionalidad 
y de convencionalidad en cada caso de su conocimiento, de llegar a presentarse una 
norma jurisprudencial, que en un caso concreto no fuese la norma más favorable para 
la protección de los derechos humanos, ésta tendría que ser forzosamente aplicada 
por el juzgador, aun en contra de las razones que este pudiera tener en contrario. 


Lo recién dicho implica al menos dos cuestiones que se vinculan entre sí: En 
primer lugar, si la Constitución, como norma máxima del sistema jurídico, impone 
a todos los jueces del Estado, el deber de hacer prevalecer en todo momento los 
derechos humanos reconocidos constitucionalmente, sobre cualquier norma que le 
sea incompatible, y al mismo tiempo, una norma emitida por un órgano constituido, es 
decir, creado por la constitución y subordinado a la misma, como la Suprema Corte, 
prohíbe a los jueces realizar un escrutinio sobre ciertas normas, en este caso las 
jurisprudenciales, el resultado es una antinomia que vulnera lo que en lógica jurídica se 
conoce como “la facultad de hacer lo que se debe”?”, pues una determinación de Corte, 
vinculante para los jueces, les impide cumplir con sus obligaciones constitucionales. 


20 García, E.: Introducción a la Lógica Jurídica. Colofón. México. 2012; p. 151. 
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En segundo lugar, como consecuencia del punto anterior, si los jueces se 
subordinan a la norma jurisprudencial de manera irrestricta, estos no estarán 
juzgando únicamente con base en la valoración jurídica de los hechos sometidos 
a su conocimiento en el caso particular (inexistencia del aspecto positivo de la 
independencia judicial, previamente descrito), sino que su resolución estará sujeta a 
un criterio previo y externo a ellos, que les ha sido impuesto por un órgano superior 
jerárquico (inexistencia del aspecto negativo de la independencia judicial). 


Lo anterior no significa otra cosa que la vulneración de la independencia judicial 
interna de los jueces, que como hemos dicho, se basa en la ausencia de influencias 
provenientes del interior del propio poder judicial como grupo burocráticamente 
estructurado, y que consiste en apartar al juez de amenazas relacionadas a sus 
aspiraciones de prestigio profesional y social, y de mejoras económicas, que pueden 
condicionar y limitar su autonomía decisional.? 


Se afirma lo anterior con base en las siguientes consideraciones: 


Primeramente, el único fundamento normativo para prohibir el escrutinio de 
la constitucionalidad y convencionalidad de normas jurisprudenciales, es la misma 
jurisprudencia, pues en el sistema jurídico mexicano no existe una previsión normativa 
expresa sobre las consecuencias de la inobservancia de una jurisprudencia por parte 
de los órganos a los que les es vinculante, por lo que en última instancia, la razón 
por la que se acatan las normas jurisprudenciales, emana de la autoridad del órgano 
del que proviene, lo que implica un sometimiento ¡legitimo por parte de los jueces, que 
se basa en el temor a las consecuencias adversas a las que daría lugar su desacato. 


21 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., pp. 41 y 42. 
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No se puede pasar por alto que este fenómeno es de complicado análisis, 
pues como bien señala Linares, la independencia judicial, como objeto de medición, 
es invisible??, en virtud de que consiste en un proceso mental, y difícilmente, un juez 
en funciones proporcionará información sobre las auténticas razonas que subyacen 
a sus resoluciones. Sin embargo, como el mismo autor indica, la presencia de ciertos 
elementos formales e informales en el sistema, pueden servir como indicios para 
determinar la posible afectación a la independencia judicial. En este caso, podemos 
observar como elementos formales del sistema, por una lado, a las disposiciones 
constitucionales en materia de derechos humanos que obligan a los jueces a ejercer un 
control difuso de constitucionalidad y convencionalidad sobre cualquier norma jurídica 
de su conocimiento, y por otro lado, la existencia de jurisprudencias, que prohíbe a los 
jueces realizar un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales. 


La simple existencia de esta antinomia normativa proporciona indicios de 
ausencia de independencia judicial pues visibiliza la posición que tiene la Suprema 
Corte para emitir determinaciones contrarias al texto constitucional, a fin de lograr el 
acatamiento irrestricto por parte de los jueces. 


Respecto a los elementos informales del sistema, que se expresan a través de 
los hechos y de la conducta de los operadores del sistema, en este caso, delos órganos 
jurisdiccionales, una muestra de la existencia de estos elementos es proporcionada 
por la jueza Hernández Chong Cuy?, previamente citada, quien relata cómo, ante la 
inobservancia de la jurisprudencia por parte de un Tribunal Colegiado de Circuito, en 


22 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 96.. 
23 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 88. 
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la resolución del amparo directo en revisión 2126/2012, la Suprema Corte dio vista 
al Consejo de la Judicatura Federal para que éste iniciara acciones disciplinarias en 
contra del tribunal, por considerar su conducta un acto de desacato. 


Así, tomando en cuenta los indicios proporcionados por los elementos formales 
e informales señalados, es dable inferir, al menos de manera probabilística, que en 
México existe una dependencia por parte de los jueces respecto a la estructura 
burocrática del Poder Judicial de la Federación, la cual se explica en razón de que, en 
un sistema de estructura piramidal como el de la judicatura federal mexicana, en donde 
el vértice jerárquico-administrativo lo es también jurisdiccional?”, la última instancia 
encargada de revisar las decisiones de un juez, a su vez, tiene asignado el encargo de 
administrar las expectativas profesionales de promoción de los juzgadores.? 


Respecto a este tipo de relación burocrática que impera al interior de las 
estructuras judiciales verticalmente organizadas, en donde además opera un sistema 
de jurisprudencia vinculante, Michelle Taruffo ha identificado lo siguiente: 


*(...) cuanto más le otorgamos a un Tribunal Supremo, al máximo nivel 
de la pirámide judicial, un poder de interpretar en términos generales la 
ley sin hacer referencia a un caso específico, de manera tal que esta 
interpretación cae desde arriba hasta abajo, sobre todos los jueces, 


24 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, 
el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el 
presidente del Consejo de la Judicatura Federal. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué 
hacer con..., p. 30. 


25 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, 
el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el 
presidente del Consejo de la Judicatura Federal. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué 
hacer con..., p. 30. 
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sobre todo cuando esta es vinculante, yo veo aquí que llega un modelo 
burocrático, autoritario y vertical de la administración de la justicia. 
Autoritario porque estamos hablando de un sistema en forma de 
pirámide, en donde el nivel superior puede determinar lo que hace el 
nivel inferior; esto es la base de los sistemas autoritarios (...)."2 


Reflexionando las palabras de Taruffo, y aplicándolas, mutatis mutandis, al 
caso mexicano, podemos observar que con ellas se describe el estado de cosas actual, 
pues la Suprema Corte, en su calidad de máximo tribunal del país, ha formulado normas 
jurídicas que inciden en la independencia judicial interna de los jueces, lo cual tae 
aparejado una afectación al derecho humano a ser juzgado por un juez independiente. 


26 Taruffo, M.: El precedente judicial en los sistemas de civil law. En revista lus et 
Veritas, no. 45, 2012, p. 94, disponible en línea en: http://revistas.pucp.edu.pe/ 
index.php/iusetveritas/article/view/11991, consultado el 31 de mayo de 2017. 
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Conclusiones 


a independencia judicial constituye, tanto una obligación para los órganos 
jurisdiccionales, como un derecho humano para los justiciables. 


El sistema de obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia, establecido por 
la suprema corte de justicia de la nación, en el que se imposibilita a los órganos 
jurisdiccionales realizar un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales, vulnera la 
independencia judicial de los jueces en su dimensión interna y del derecho humanos 
a ser juzgado por un tribunal independiente, pues, pese a que constitucionalmente 
se encuentran obligados para llevar a cabo tal ejercicio respecto de cualquier norma 
infra constitucional, a fin de procurar la interpretación más favorable para los 
derechos humanos del justiciable, se ven inhibidos de hacerlo debido a las posibles 
consecuencias adversas para sus aspiraciones profesionales que se podrían generar 
por la actualización de un acto de desacato. 
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Omisión de la instigación como forma de participación en 
la legislación para adolescentes. Alcances 


Juez Dr. Javier Gómez Cervantes 
Introducción 


a dogmática jurídico penal, y las diferentes codificaciones penales en nuestro 

país, han establecido criterios de diferenciación entre autores y partícipes del 

delito, a fin de determinar la actuación concreta y particular que le es inherente 
a cada interviniente, y asignar la pena correspondiente. 


En términos generales, autor de un hecho punible es aquél que tiene en sus 
manos el curso del acontecer típico, y por tanto, realiza como propio el delito, a 
tal grado que a él va dirigida la prohibición penal, mientras que el instigador es 
quien determina dolosamente a otro a cometer un delito doloso, tratándose de una 
intervención accesoria, y por tanto, dependiente del hecho principal, ubicándose 
dentro de la participación delictiva. 


Es importante hacer notar que los conceptos de autoría, complicidad e 
instigación, como formas de intervención delictiva, son de distinta naturaleza, y cada 
una de ellas está compuesta por determinados elementos específicos, que exigen que 
el debate correspondiente, y su objeto de prueba, se enfoquen precisamente en los 
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elementos que los caracterizan, en respeto del derecho de defensa y debido proceso. 
No en vano el artículo 335 del CNPP, en su fracción V, y su correlativo artículo 136 
fracción V de la LNSIJPA, establecen claramente que la acusación deberá contener la 
autoría o participación concreta que se atribuye al imputado. 


Ahora bien, en materia de justicia para adolescentes, la legislación nacional 
establece que las formas de participación son la complicidad y la autoría indeterminada, 
sin contemplar a la instigación, como se considera por parte de la moderna dogmática 
jurídico penal, y en las codificaciones sustantivas penales estatales, por lo que ante 
tales consideraciones, se corre el riesgo de interpretar que, en la ley especial, la 
conducta del instigador es impune. 


Por tales razones, es preciso analizar el sistema unitario y diferenciador de la 
autoría, las formas de participación en la legislación para adolescentes, y el concepto 
de instigador, para finalmente establecer si la supletoriedad de la ley se puede 
convertir, o no, en una solución para la problemática planteada. 
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l. Sistema unitario y diferenciador de la autoría 


on dos los sistemas que se han encaminado a dar respuesta a aquellos hechos 

delictivos, en los cuales, interviene más de un sujeto activo. El primero de ellos 

es denominado unitario, y no efectúa distingo alguno entre los conceptos de 
autoría y participación, de tal suerte que todos los intervinientes responden por igual, 
al no existir un vínculo de accesoriedad de los partícipes con respecto a los autores; 
de manera que, al no ser necesario delimitar el grado de contribución al suceso por 
parte de cada interviniente, resulta más fácil la imputación de este tipo de hechos 
delictivos a todos ellos, de manera genérica. 


En su vertiente tradicional, es autor todo aquel que realiza una contribución 
causal al delito,' de tal suerte que no es relevante la aportación específica que cada 
uno efectuó en el hecho, sino el simple aspecto de haber formado parte en el suceso. 


Los defensores del concepto unitario de autor, actualmente en desuso, —salvo 
en la doctrina alemana para los delitos imprudentes?—, se sustentaban en la teoría de 
la equivalencia de las condiciones, también por completo superada, que propugnaba 
la idea de que toda condición del resultado típico era equivalente, y por lo tanto, 
causante de ese resultado. Por lo tanto, bajo este esquema, todo aquel que realizara 
alguna aportación causal, ameritaba igual sanción. 


1 Cfr. Diaz y García Conlledo, Miguel: Autoría y participación, en Revista 
de estudios de la justicia. N.” 10 (enero). 2008. https://doi.org/10.5354/rej. 
v0i10,15219. Consultada el 19 de junio de 2023. pp 13 y ss. 


2 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte General. Editorial Reppertor. 
Barcelona, España. 8* edición. 2006; p. 371. 
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El segundo de los sistemas, ofrece una distinción entre autores y partícipes. Se 
encuentra conformado por una serie de posicionamientos teóricos en los que, el punto 
de convergencia, es la necesidad de establecer criterios de diferenciación entre ambas 
figuras, dependiendo de la aportación que el agente realice al hecho delictivo; en la 
inteligencia que existe una relación accesoria de los partícipes en relación al autor, 
tratándose entonces de una actuación condicionada a su actividad.? De esta manera, 
el participe interviene en un hecho ajeno y, por lo tanto, se halla en una posición 
secundaria respecto del autor, de manera que el hecho principal es perteneciente 
a este último, es decir, no al partícipe, quien no realiza el tipo principal, sino una 
actividad dependiente de aquél.* 


Dentro de esta concepción restringida de autor, encontramos las teorías 
objetivo-formal, y objetivo-material. Para la primera, autor es quien realiza la acción 
ejecutiva de uno o todos los elementos del tipo penal, es decir, tendrá tal calidad si su 
acción se ajusta formalmente a la descripción típica, mientras que la participación se 
origina cuando la contribución al hecho no se incluya dentro de la misma. Por su parte, 
la segunda de estas teorías, se decanta por establecer que el autor es quien realiza la 
contribución material y objetiva más importante al hecho. 


La teoría subjetiva, por su parte, precisa establecer el elemento volitivo con el 
que actúa el agente en torno al delito. Es autor del hecho delictivo quien actúa con ese 
ánimo, denominado anímus auctorís, mientras que participe es quien actúa solamente 
con anímus soci, es decir, quien quiere intervenir en un hecho ajeno. 


3 Vid. Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte 
General. Tirant lo Blanch. Valencia, España. 2004; p. 435. 


4 Cfr.. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte... p. 400. 
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La teoría del dominio del hecho, que es la que actualmente adquiere mayores 
adeptos, concibe que es autor quien tiene en su manos el curso del acontecer típico, 
siendo dueño o señor de su acto y, por ello, tiene la potestad de detener, interrumpir 
o concluir la producción del resultado. Por tanto, ”(...) domina la realización del delito 
y decide el sí y el cómo de su realización (...)".* Puede ser concebida desde tres 
perspectivas distintas: el dominio de la acción, relacionado con la autoría directa, el 
dominio de la voluntad en torno a la autoría mediata, y el dominio funcional, que tiende 


a fundamentar la coautoría. 


5 Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte... p. 
436. 
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ll. Aplicación del sistema diferenciador en México 


n nuestro país, como bien lo refiere Ontiveros Alonso,* todos los códigos penales 

efectúan una distinción entre autores y partícipes, aunque lo hacen de distinta 

forma, dependiendo de la teoría adoptada, asumiendo para tales efectos, 
distintos grados de punibilidad para uno y otro supuesto. 


Como ejemplo de este sistema diferenciador, iniciaré tomando en cuenta el 
contenido del CPF, que en su artículo 13, establece, en términos genéricos, un listado 
de autores o participes, señalando al respecto: 


“(...) Son autores o partícipes del delito: 


|. Los que acuerden o preparen su realización. 

Il. Los que los realicen por sí; 

III. Los que lo realicen conjuntamente; 

IV. Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro; 

V. Los que determinen dolosamente a otro a cometerlo; 

VI. Los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para su 
comisión; 

VII. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al delincuente, en 
cumplimiento de una promesa anterior al delito y 

VIII. Los que sin acuerdo previo, intervengan con otros en su comisión, 
cuando no se pueda precisar el resultado que cada quien produjo. 


6 Cfr. Ontiveros Alonso, Miguel: Derecho Penal, Parte General. INACIPE. México. 
2017. p. 377. 
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Los autores o partícipes a que se refiere el presente artículo responderán 
cada uno en la medida de su propia culpabilidad. 


Para los sujetos a que se refieren las fracciones VI, VII y VIII, se aplicará 
la punibilidad dispuesta por el artículo 64 bis de este Código (...).”” 


De esta forma, el CPF efectúa una diferencia entre autores y partícipes. No 
obstante, dicha codificación no determina, en forma clara y tajante, quiénes de los 
ahí señalados tienen cuál calidad específica, es decir, tanto de autores como de 
participes; resaltando la atemperación de la pena existente, respecto a quienes se 
encuentren dentro de las calidades comprendidas en las fracciones VI, VII y VIII; esto 
es, los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para la comisión del delito, así 
como los que con posterioridad a su ejecución auxilien al delincuente, en cumplimiento 
de una promesa anterior al delito y, los que sin acuerdo previo, intervengan con otros 
en su comisión, cuando no se pueda precisar el resultado que cada quien produjo. 


Así, las figuras comprendidas en las tres mencionadas fracciones, son 
relativas a la complicidad en los dos primeros casos, y lo que se conoce como autoría 
indeterminada, o complicidad correspectiva, en el tercero de ellos; en el entendido de 
que, al remitirnos al artículo 64 de la mencionada codificación, se advierte que en 
estos casos, la pena correspondiente, será la equivalente a tres cuartas partes de la 
sanción que corresponda al delito cometido. 


7 Cámara de diputados del H. congreso de la unión: Código penal federal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/ 
CPF. paf consultado el 7 de junio de 2023. 
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Es preciso destacar que, para el legislador de la Unión, la instigación, 
comprendida en la fracción V del artículo 13 del CPF, que sanciona a los que determinen 
dolosamente a otro a cometer un delito, tiene la misma pena que corresponde al autor. 


Ahora bien, otros códigos penales, como el del estado de Guanajuato, que 
también se orientan por una teoría diferenciadora, sí establecen expresamente quiénes 
tienen la calidad de autores, y quiénes la de partícipes, en una mejor redacción que la 
codificación federal. 


Así, el código penal de Guanajuato, en el artículo 20, establece que es autor 
del delito quien lo realiza por sí, por medio de otro que actúa sin incurrir en delito, o 
con varios en común. Á su vez, participes son, de acuerdo al artículo 21, el instigador, 
esto es, quien dolosamente determina a otro a la comisión dolosa de un delito y se le 
impondrá la pena del autor, mientras que el numeral 22, precisa que cómplice es quien 
dolosamente presta ayuda a otro a la comisión dolosa de un delito, y quien contribuya 
con ayuda posterior al delito, si fue convenida con anterioridad, teniendo también la 
calidad de partícipes. 


Codificaciones penales de estados como Aguascalientes (artículo 17 fracción 
Il inciso a), Baja California Sur (artículo 26 fracción Il inciso a), Coahuila (artículo 34 
apartado B, fracción | y Chiapas (artículo 19 fracción V), siguen esta misma técnica 
legislativa, y establecen expresamente que el inductor, también llamado instigador o 
determinador, tiene la calidad de partícipe. 


De esta manera, tanto en las codificaciones penales estaduales señaladas, 
como en la codificación federal, la pena aplicable al instigador es igual a la del autor, 
y existe una atemperación de la pena respecto al cómplice. Sin embargo, mientras 
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aquellas especifican que el instigador es un participe, al igual que el cómplice, ésta 
última no establece con que calidad actúa. No obstante, la doctrina es unánime en 
señalar que, precisamente, el instigador tiene la calidad de participe. 
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11I. Las formas de participación en la legislación para 
adolescentes 


a LNSIJPA en su artículo 146 establece: 


“(...) Artículo 146. De la aplicación de la medida de sanción privativa de 
la libertad en casos de intervención a título de participación. 


En caso de que la persona adolescente haya intervenido en la comisión 
de un hecho que la ley señale como delito a título de partícipe, solo se 
podrá imponer hasta tres cuartas partes del límite máximo de la medida 
de sanción privativa de la libertad que esta Ley establece, de acuerdo 
con el grupo etario al que pertenece. 


Son formas de participación las siguientes: 


|. Los que dolosamente presten ayuda; 

Il. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al delincuente, en 
cumplimiento de una promesa anterior al delito, y 

III. Los que sin acuerdo previo, intervengan con otros en su comisión, 
cuando no se pueda precisar el resultado que cada quien produjo 


(...).08 


Como podrá advertirse, en la legislación nacional en materia de adolescentes, 
no se incluyó al instigador dentro de las formas de participación. 


8 Cámara de diputados del H. congreso de la unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en 
https: //www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de 
junio de 2023. 
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De esta manera, si la instigación es una forma de participación, y no de 
autoría, y ambos institutos se excluyen entre sí, de manera que un autor no puede ser 
partícipe o viceversa, surge la interrogante: ¿es posible o no imponer a un adolescente 
una medida de sanción, bajo el título de instigador, a pesar de que no se optó por 
incluir expresamente dicha forma de intervención delictiva dentro de las formas de 
participación? 


Precisamente, en las subsecuentes líneas se tratará de dar la respuesta a 
dicha interrogante. 
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IV. El concepto de instigador 


nductor o instigador, es la persona que hace surgir en otro la voluntad de cometer 
un delito. Roxin,* establece que se trata de un forma de participación en la que se 
determina a otro, provocando o incitando dolosamente, a un hecho ajeno. 


De esta forma, determinar, es provocar en el autor la decisión de cometer el 
hecho delictivo.*? Una de sus características esenciales es su naturaleza accesoria, 
pues la realización del evento delictivo estará a cargo de un autor, aunque a diferencia 
de éste, el inductor no tiene en sus manos el curso del acontecer típico y, por lo 
tanto, carece del dominio funcional del hecho. Aunque la inducción sea una forma 
de participación, lo cierto es que en estos casos, al ser la resolución adoptada por el 
autor, consecuencia del influjo psicológico del inductor, se trata de una actividad que 
amerita ser sancionada, en los mismos términos que la correspondiente al autor del 
delito. 


Así, el instigador no ejecuta por sí mismo la conducta delictiva, sino que su 
intervención consiste en persuadir o determinar a otra persona para que cometa el delito, 
y para ello puede valerse de diversos medios, como puede ser un simple pedimento, 
apelar a los sentimientos, o el ofrecimiento de alguna ventaja o contraprestación, 
siendo lo importante, la existencia de ese influjo psicológico que determine a otro a 
ejecutar el hecho punible. 


9 Cfr. Roxin, Claus: Derecho Penal, parte general. T. 2, Especiales formas de 
aparición del delito. Buenos Aires. Civitas-Thomson Reuters. 2? Reimpresión. 
2015; p. 222. 


10 Cfr. Stratenwerth, Gúnter: Derecho penal. Parte general |. El hecho punible. 
Trad. de Manuel Cancio Meliá y Marcelo A. Sancinetti. Navarra. Thomson— 
Civitas, 2005; p 353. 
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En esta tesitura, la inducción debe ser eficaz y decisiva, lo que significa que 
debe ser la causa que provoque en el autor la decisión del hecho, y de ninguna forma 
se actualiza si el autor ya estaba decidido a realizar la conducta. Al respecto, Muñoz 
Conde y García Arán,*' establecen que el medio empleado para la inducción, debe 
dejar al autor la capacidad de decisión sobre la realización del evento, ya que, en caso 
contrario, el dominio del hecho correspondería al hombre de atrás. 


Además, la causación debe ser imputable objetivamente al inductor, cuestión 
que no se actualiza cuando no era previsible que surgiría la resolución criminal en el 
otro, o si ésta no resulta en la realización del riesgo creado por el influjo psíquico.”? 


Respecto a si la inducción debe ser directa, o si puede admitir la existencia de 
terceros entre el inductor y el autor, por ejemplo, cuando X determina a Y, quien a 
su vez determina a Z a la realización de un delito, lo que se conoce como instigación 
en cadena, Mir Puig establece”? que, para actualizarse esta última, requiere existir 
un curso causal continuo, para sustentar que el sujeto que originó la cadena pueda 
ser considerado como instigador, lo que se conoce como la “participación en la 
participación.”** 


11 Cfr. Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte..., 
p. 447. 


12 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte..., p. 408. 


13 Mir Puig quien establece que la inducción en cadena es rechazada por la 
doctrina española., Cfr. Mir Puig Santiago: Derecho Penal, Parte..., p. 409. 


14 Olmedo Cardenete, Miguel Domingo: La inducción como forma de participación 
accesoria. Editoriales de Derecho Reunidas. EDERSA. Madrid. 2000; p. 428. 
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De conformidad con el artículo 13 fracción V del CPF, podemos considerar a los 
instigadores como “los que determinen dolosamente a otro a cometerlo”, mientras que 
el Código Penal de Guanajuato, estatuye al respecto, en el artículo 21 “es instigador 
quien dolosamente determina a otro a la comisión dolosa de un delito.” 


Se señala, tanto en la codificación federal, como en la estadual, la necesidad 
de que la conducta del instigador sea dolosa, con lo que no es posible que se 
configure una instigación imprudente, dada la dificultad que implicaría el realizar 
un convencimiento a otro de esta forma. En este sentido, el dolo del instigador se 
identifica con la necesidad de crear en el instigado la voluntad de cometer el delito, 
pero también respecto a la conducta del influido, y por estas razones, se señala que 
en esta forma de participación existe un doble dolo. 
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V.- El adolescente como partícipe instigador 


na de las características esenciales del sistema de justicia para adolescentes 

que se desprende de la CDN, y del artículo 18 de la CPEUM, es la concepción 

de los adolescentes como sujetos plenos de derechos, de tal suerte que, lejos 
de ser considerados inimputables, seres incompletos e incapaces para comprender la 
ilicitud de sus actos, y determinarse de acuerdo con esa comprensión, como sucedía 
en el antiguo sistema tutelar, son actualmente conceptualizados como personas en 
desarrollo, siendo, por tanto, capaces de asumir responsabilidades apropiadas para 
su edad. 


De esta manera, en el contexto actual, se considera que las personas mayores 
de doce y menores de dieciocho años no son imputables en el sistema penal para 
adultos. Sin embargo, no menos cierto es que son capaces de entender el sentido de 
los mandatos normativos, y ajustar su conducta a esa comprensión, aunque no con el 
mismo grado de madurez de una persona adulta, razón por la cual, se considera que 
se trata de una imputabilidad especial, y en caso de vulnerar el orden jurídico penal, 
serán acreedores a determinadas consecuencias jurídicas para su reintegración social 
y familiar, de menor magnitud que las relativas a los adultos, y bajo la competencia de 
las autoridades especializadas en la materia. 
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Bajo esta perspectiva, si la imputabilidad es un elemento integrante de 
la culpabilidad,'* para considerar a un adolescente responsable de un delito, debe 
demostrarse la existencia de una conducta típica, antijurídica y culpable,** y de la 
misma forma, son de analizarse los componentes negativos del delito, por lo que, 
eventualmente, puede originarse en esta materia un error de tipo, una causa de 
justificación o un estado de necesidad disculpante. En los mismos términos, las 
formas de intervención delictiva, definidas por las distintas codificaciones penales, 
son parte consustancial de la justicia juvenil, y de ninguna manera se pueden escindir 
de ella, pues, de lo contrario, el sistema se encontraría incompleto. 


En este sentido, la SCJN ha precisado que del artículo 18 constitucional, no se 
advierte la obligación de crear tipos penales exclusivos para los menores de edad,” 
lo que es consecuencia del principio de legalidad establecido en el artículo 24 de la 
LNSIJPA, en el sentido de que ninguna persona adolescente puede ser procesada ni 
sometida a medida alguna por actos u omisiones que, al tiempo de su ocurrencia, no 
estén previamente definidos de manera expresa como delitos en las leyes penales 
aplicables, siempre y cuando concurran los requisitos legales, y dentro de los límites 
establecidos por la ley, de tal suerte que, son aplicables en esta materia las garantías 
propias del derecho penal, y las construcciones dogmáticas desarrolladas en el campo 


15 Cfr. Ornosa Fernandez, María Rosario: Derecho penal de menores. Ed. Bosch. 
Barcelona. 2007; p. 4. 


16 En esta materia, puede surgir un debate sobre la inimputabilidad del adolescente. 
Por ejemplo, cuando no tenga capacidad para entender la naturaleza de sus 
actos, y conducirse de acuerdo a esa comprensión. 


17 Novena Época. Registro digital: 168777. Instancia: Pleno. Tesis: P./J. 75/2008. 
Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, 
página 615 
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de los adultos, existiendo necesidad de que bajo el principio de especialización, este 
juzgamiento se lleve a cabo de acuerdo a parámetros propios de la adolescencia, 
evitándose así una visión adu/tocentrista.** 


Bajo este concepto de responsabilidad, un adolescente puede llegar a tener 
el carácter de instigador de un delito, al igual que una persona adulta, en el caso de 
que no tenga el dominio funcional del hecho punible, y determine dolosamente a otro 
adolescente, o bien, a una persona adulta, a cometer un delito de carácter doloso. Se 
tienen por ejemplo los siguientes supuestos: 


1. Un adolescente de diecisiete años convence a sus guardaespaldas adultos 
para que priven de la vida a su compañero de escuela, porque su novia decidió terminar 
su relación para iniciar un noviazgo con éste. 


2. Una adolescente de dieciséis años convence a su novio, de diecisiete, para 
que entre a robar a una casa, y además cause destrozos en la misma, prometiéndole 
a cambio, acceder a tener relaciones sexuales. 


18 Cfr. Couso, Jaime: La especialidad del derecho penal de adolescentes. 
Fundamentos empíricos y normativos y consecuencias para una aplicación 
diferenciada del derecho penal sustantivo, en Revista de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso. Vol. XXXV!I!II, No. 1. Chile. 2012; pp. 267 y 
ss. en http://rdpucv.cl/index.php/rderecho/article/viewArticle/815 consultado el 7 
de junio de 2023 
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3. Un adolescente pacta, con otros tres adolescentes, que éstos últimos 
ingresen a casa de sus abuelos a fin de sustraer dinero en efectivo; acción que 
ejecutaron en cumplimiento de lo acordado, llevándose el dinero en efectivo, tras 
atacar con armas blancas a los pasivos, siendo que uno de ellos murió, mientras que 
el otro sobrevivió por la atención médica recibida.?* 


En estos casos, evidentemente, se trata de una determinación dolosa de 
carácter psicológico, por parte de una persona adolescente, a efecto de que los sujetos 
activos, que actúan en calidad de autores materiales, ejecuten el hecho delictivo, de 
manera que, el adolescente instigador, tiene el carácter de partícipe de un hecho 
principal y ajeno, propio del autor, quien realiza el tipo penal y tiene el dominio del 
hecho, por lo que la actuación de aquél tendría un carácter accesorio o dependiente 
de la actuación de este. 


Sin embargo, como ha sido expuesto, los artículos 146 y 147 de la LNSIJPA 
enumeran, en tres fracciones, lo que en su concepto son las formas de participación 
en el delito, sin que dentro de ellas se incluya al instigador, mismo que tampoco tiene 
la calidad de autor, de tal suerte que, bajo una interpretación restrictiva, la conducta 
del instigador quedaría impune, por no haber sido contemplada expresamente 
por el legislador nacional dentro del concepto participación, al menos en aquellas 
codificaciones penales como la de Guanajuato, en las que el instigador tiene el 
carácter de partícipe. 


19 Corte Suprema de Justicia de Colombia. Sala de casación penal: Radicación 
N* 45.889 (Aprobado Acta N*145) sentencia SP1569-2018 del 9 de mayo. de 
2018. Recurso digital disponible en https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp- 
content/uploads/relatorias/pe/b2may2018/S5P1569-2018(45889).doc consultado 
el 14 de diciembre de 2022. 
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Desde otra óptica, es preciso analizar si la problemática detectada tendría una 
propuesta de solución, bajo el enfoque de la supletoriedad legislativa, a efecto de que 
la conducta del instigador adolescente pueda ser imputada. 
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VI. Supletoriedad en la justicia para adolescentes 


upletorio, en su acepción gramatical, significa aplicar una norma en defecto 

de otra.?? Mediante la supletoriedad normativa, se da solución a las 

disposiciones legislativas que no contemplan a detalle aspectos relevantes 
de una determinada regulación, lo que permite darle coherencia al sistema jurídico; 
cuestión que, generalmente, ocurre en leyes de contenido especializado en relación a 
una legislación de carácter general. 


La SCJN? ha entendido la supletoriedad como la relación que surge para 
integrar una omisión en la ley, o para interpretar sus disposiciones, a efecto de que 
se integren con otras normas o principios generales contenidos en leyes diversas, 
existiendo 4 requisitos necesarios para su vigencia. 


El primero de estos requisitos, se hace consistir en que el ordenamiento legal 
a suplir debe establecer expresamente esa posibilidad, indicando la ley o normas que 
pueden aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento establezca que aplica, total 
o parcialmente, de manera supletoria a otros. 


Este requisito se encuentra satisfecho, debido a que el artículo 10 de la 
LNSIJPA permite la aplicación supletoria de las leyes penales, al disponer: 


20 Real Academia de la lengua española: Supletorio. Recurso digital disponible en 
https: //dle.rae.es/supletorio?m=form consultado el 7 de junio de 2023 


21 Décima Época. Registro digital: 2003161. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 
2a./J. 34/2013 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVII!, Marzo de 2013, 
Tomo 2, página 1065 
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“(...) Sólo en lo no previsto por esta Ley deberán aplicarse supletoriamente 
las leyes penales, el Código Nacional, la Ley de Mecanismos Alternativos, 
la Ley Nacional de Ejecución Penal y la Ley General de Víctimas, siempre 
que sus normas no se opongan a los principios rectores del sistema y 
sean en beneficio de la persona sujeta a la presente Ley (...).”2 


Desde un primer acercamiento, esta cláusula de supletoriedad podría llevar 
a establecer que, la propia legislación ha regulado lo concerniente a la participación 
y que, por lo tanto, no es posible aplicar supletoriamente el contenido de las leyes 
penales sobre ese particular. Sin embargo, desde otra perspectiva, es de considerarse 
que lo que la legislación ha regulado deficientemente, es el concepto “participación”, 
y de ninguna manera el concepto de instigación como forma amplificadora del tipo, 
contenida en las leyes penales; de forma tal que ello no impediría la aplicación de esta 
forma de intervención, según la definición legal que cada ordenamiento estadual o 
federal establezca. 


Lo anterior, tanto más si el instituto de la instigación, lejos de oponerse a los 
principios que rigen la jurisdicción especializada para adolescentes, debe considerarse 
parte integrante de la misma, y del contenido de las distintas legislaciones penales 
del país. Sin este elemento, no sería posible una coherencia en el sistema de justicia, 
y mucho menos, en aquellos casos en que intervengan adultos y adolescentes en un 
mismo hecho delictivo, de manera que, al tratarse de una norma que hace posible que 
se involucre a otras personas diferentes a quien va dirigida la prohibición penal, no 
podría quedar al margen de la justicia juvenil. 


22 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en 


https: //www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de 
junio de 2023. 
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Por otra parte, el artículo 10 de la LNSIJPA establece que la supletoriedad 
opera “en beneficio de la persona sujeta a la presente ley”, cuando lo cierto es que un 
requisito de esta naturaleza no es propio de dicha figura, si se considera que la función 
de la supletoriedad es de complementariedad para deducir los principios normativos y 
subsanar omisiones, mediante la remisión a un ordenamiento diverso, lo que estaría 
lejos de implicar una ponderación de beneficios para uno de los sujetos procesales, 
ya que, de ser así, existiría un desequilibrio entre las partes, y en consecuencia, una 
afectación a principio de igualdad de armas. 


Se advierte que en la justicia juvenil, la posibilidad de aplicación benéfica de 
la ley es posible, pero en casos diversos, cuando una misma situación se encuentre 
regulada por dos normas diversas, es menester optar por la que resulte más 
favorecedora a los intereses jurídicos de la persona, como lo establece el artículo 25 
de la LNSIJPA dispone: 


“(...) Cuando una misma situación relacionada con personas adolescentes, 
se encuentre regulada por leyes o normas diversas, siempre se optará 
por la que resulte más favorable a sus derechos, o a la interpretación 
más garantista que se haga de las mismas. (...)."2 


Debe tenerse en consideración que la LNSIJPA es un instrumento especializado, 
con características propias y mecanismos diferenciados que, en cuanto a la materia 
sustantiva, únicamente se dirige a regular ciertos aspectos, tales como la prescripción 


23 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en 
https: //www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de 
junio de 2023. 
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(artículos 109 a 112), obediencia debida (artículo 149) o las medidas de sanción 
(artículos 153 a 167). Sin embargo, prácticamente en los restantes aspectos, las 
leyes penales estaduales y federal son de aplicación en vía de supletoriedad. 


Lo anterior, encuentra fundamento en el artículo 18 constitucional, tal 
como ha sido interpretado por la SCJN, desprendiéndose que, esta remisión a las 
disposiciones penales es necesaria para la correcta aplicación del sistema normativo 
para adolescentes, de acuerdo a su diseño constitucional, estableciéndose, por lo 
tanto, la validez de dicha supletoriedad en lo no previsto por la legislación.?* 


En estos términos, la no inclusión de la instigación dentro del concepto 
“participación”, de acuerdo a la LNSIJPA, significa simplemente una deficiente 
regulación del concepto. Precisamente, se trata del segundo de los requisitos que ha 
dispuesto la SCJN para que opere el instituto de la supletoriedad, de manera que es 
preciso acudir a la definición de instigador establecida en las codificaciones penales, 
a efecto de establecer si un adolescente incurre o no en dicha forma de intervención 
delictiva, lo que exclusivamente tendría trascendencia respecto a la disminución del 
quantum de la medida de sanción aplicable, dado que esa es la razón de ser de los 
artículos 146 y 147 de la LNSIJPA. 


24 Novena Época. Registro digital: 168884. Instancia: Pleno. Tesis: P./J. 81/2008. 
Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, 
página 596 
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El tercer requisito para la procedencia de la supletoriedad, es el relativo a 
que esa omisión, o vacío legislativo, haga necesaria la aplicación supletoria de un 
ordenamiento diverso, para solucionar la controversia o el problema jurídico planteado, 
sin que sea válido atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención de 
establecer en la ley a suplir. 


Sobre el particular, no se advierte la existencia de motivos para que el legislador 
dejara fuera de responsabilidad al adolescente que actúa en calidad de instigador, 
debido a que todas las legislaciones sustantivas en el país conciben esta forma de 
intervención delictiva. Como ha sido mencionado en supralíneas, la pretensión del 
legislador en los artículos 146 y 147 de la LNSIJPA, simplemente fue la de darle un 
tratamiento diferenciado y benéfico al adolescente que actúa con las calidades de 
cómplice y autor indeterminado, estableciendo la aplicación de la medida de sanción 
en tres cuartas partes, tal como se establece en el artículo 13 del CPF. 


Desde nuestra perspectiva entonces, dicho beneficio, consistente en la 
reducción de la temporalidad de la medida de sanción que, de acuerdo a la LNSIJPA, 
opera para el cómplice y autor indeterminado, debe incluir al instigador, aunque no se 
encuentre expresamente señalado en tales dispositivos, independientemente de que 
en las codificaciones penales reciba la misma pena que el autor, porque al tener la 
calidad de participe, debe entonces contemplarse en su favor la medida de sanción 
privilegiada prevista en la LNSIJPA para todos los partícipes, con sustento en el 
artículo 25 de la mencionada ley, dado que dicha disminución le resultaría benéfica 
al adolescente. 
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Finalmente, el último de los requisitos para que opere la supletoriedad es el 
consistente, de acuerdo a la SCJN, en que las normas aplicables supletoriamente 
no contraríen el ordenamiento legal a suplir, sino que deben ser congruentes con sus 
principios, y con las bases que rigen específicamente la institución de que se trate, 
el cual se encuentra satisfecho, debido a que la instigación es acorde a los principios 
y fundamentos del sistema de justicia para adolescentes, de tal suerte que, lejos de 
contrariarlo, es indispensable para su correcto desarrollo. 
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Conclusión 


n un hecho delictivo, es imprescindible asignar a cada interviniente la forma de 

intervención correspondiente en el hecho punible, manteniendo así la vigencia 

del principio de legalidad, razón por la cual, todas las codificaciones penales 
del país establecen un concepto diferenciado de autoría y participación, e incluyen 
como interviniente en el delito, al inductor o instigador, esto es, quien dolosamente 
determine a otro a la comisión dolosa de un delito. 


La ley nacional del sistema integral de justicia penal para adolescentes, en 
una desafortunada redacción de los artículos 146 y 147, limita la participación 
delictiva a los cómplices y a los autores indeterminados, excluyendo a los inductores 
o instigadores, no obstante que expresamente algunas legislaciones penales, como la 
de Guanajuato, establezcan que el instigador es un partícipe; razón por la cual, bajo 
una interpretación restrictiva, en estos casos se dejaría libre de responsabilidad a 
aquellos adolescentes que intervinieran con dicha cualidad, argumentándose que el 
instigador no se incluyó dentro de la participación delictiva, y tampoco tiene la calidad 
de autor, propiciándose con ello la impunidad. 


Sin embargo, desde la perspectiva aquí analizada, es imprescindible acudir a 
la figura de la supletoriedad establecida en la legislación para adolescentes, como 
mecanismo de complementariedad, para deducir sus principios normativos y subsanar 
omisiones, lo que es indispensable para su coherencia y correcta aplicación, en el 
entendido de que el sistema de justicia penal, y por antonomasia, para adolescentes, 
no se puede entender sin la figura del instigador. Se considera que la pretensión del 
legislador, en los artículos deficientemente redactados, fue exclusivamente darle un 
tratamiento privilegiado al adolescente que actúa con las calidades de cómplice y 
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autor indeterminado, de forma tal que la reducción de la temporalidad de la medida 
de sanción que opera al respecto, deberá hacerse extensiva al instigador, porque 
dicho interviniente también tiene la calidad de participe, no obstante que en las 
codificaciones penales amerite la misma sanción que el autor. 
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Apuntamientos sobre el interés superior del infante. Un 
análisis a través del tiempo 


Juez Mtra. Patricia Ruiz Frías 


Para la consulta de este tema, remítase al tomo de Letras Del-Dom. 
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Consecuencias del incumplimiento de la responsabilidad 
parental. Propuesta de modificación de los artículos 497 
y 500 del código civil del Estado de Guanajuato. 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo 
Introducción 


a importancia de la institución jurídica de la patria potestad obliga a una contante 
revisión pese a ser longeva, su concepto y alcances han evolucionado y siguen 
haciéndolo. 


Lo antes escrito ahora es insuficiente y una ley no actualizada limita, encorseta 
y deja de cumplir con su propósito original de velar por los derechos de quienes 
merecen máxima protección. 


Por eso se legitima una exposición que defina los alcances de lo que debe ser la 
responsabilidad parental, antes llamada patria potestad, a fin de considerar el interés 
superior del menor, de forma que no amarre las manos a los jueces y, ¿porque no? 
para que el congreso local considere la reforma. 
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l. Concepto 


atria, viene del latín patrius, patria, patrium, que refieren al padre, y potestas 
que significa potestad;' desde ese enfoque la patria potestad, se configuró en 
atención al poder o facultad, conferida al padre, respecto de su descendencia. 


Para el maestro Andrés Linares? la patria potestad es una institución de 
derecho familiar, cuyo objeto es la protección de la persona, así como el cuidado de 
los bienes, de los menores sujetos a ella, a cargo de sus progenitores y ascendientes 
de segundo grado, por cada línea, en común o de uno de ellos, otorgándoles la ley una 
serie de facultades y deberes, así como derechos oponibles a terceros. 


Institución que ha sido definida también por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como ”(...) el conjunto de derechos, facultades y obligaciones que, con 
base principalmente en la relación paterno-filial, la ley atribuye, entre otros, a los 
progenitores sobre la persona y bienes de los menores de edad no emancipados, a 
fin de que puedan cumplir satisfactoriamente los deberes de educación, asistencia 
y protección integral, en sus aspecto físico, moral y social, que tiene para con ellos 


(.J/3 


1 Lozano Ramírez R.: Derecho Civil. Derecho Familiar. Tomo l. Pac, México. 
2008; p. 261. 
2 Linares Carranza A.: Curso de Instituciones Familiares. Apuntes de clase. 


Maestría en Justicia Familiar. ESIG. Junio 2019. 


3 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: Temas Selectos de Derecho Familiar. 
Tomo 2. Patria Potestad. México. 2014; p. 13. 
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Tenemos entonces que una de las instituciones protectoras del derecho 
familiar establecida en beneficio de los menores de edad, es la patria potestad; 
figura que implica el ejercicio de una verdadera función parental, en cumplimiento de 
obligaciones de los ascendientes con respecto a sus descendientes menores de edad, 
que implican un acompañamiento en la vida evolutiva del niño. 


Los deberes son tanto de índole patrimonial o económico, como no patrimoniales; 
los primeros consisten en satisfacer las necesidades de vestido, alimentación, 
educación, habitación, asistencia médica, y recreación que implican en cuanto al 
patrimonio del menor de edad, poder para administrar sus bienes; mientras que los 
segundos se refieren a la persona de los hijos, a través de una función protectora, 
y formativa, relativa a la crianza y la educación, que incluso otorga al progenitor la 
facultad correctiva de su conducta, siempre que no se atente contra la integridad 
psíquica y física del niño, o niña; es decir su dignidad como persona. 
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II. Breve referencia histórica 


| derecho como manifestación social, está por demás ligado a un proceso de 

evolución histórica; por ello las instituciones jurídicas no son inmutables, por 

lo que la Patria Potestad no puede ser la excepción, por ello como parte de 
las instituciones familiares, la patria potestad se organizará según la estructura 
adoptada, para el sistema familiar. 


En términos generales señalan Bachofen y Morgan? la existencia del 
matriarcado y la promiscuidad, con anterioridad al patriarcado; para concluir que 
al describir la institución en el derecho romano, que la patria potestad tal como 
aparece en la actualidad, solo puede ser sólidamente organizada sobre la base de la 
familia monogámica, ya sea patriarcal o matriarcal, dado que es fundamental para 
su subsistencia la presencia de un jefe único y supremo en torno al cual se agrupe la 
familia. 


Estas aportaciones nos informan de la evolución conjunta que ha tenido la idea 
de familia y la patria potestad en nuestro devenir histórico. En Roma las personas se 
dividían en Alieni Juris (sometidos a la autoridad de otro), y Sui Juris (libres de toda 
autoridad); y esa concepción de la persona y su capacidad jurídica, caracterizó la 
institución de la patria potestad, como autoridad paternal casi ilimitada, y en función 
de los intereses de los ascendientes y no del sujeto a ella. 


Esa autoridad era absoluta en las costumbres primitivas, pero se fue 
dulcificando muy lentamente. Durante los primeros siglos el jefe de familia tiene sobre 
los hijos derechos de vida y muerte. Hacia el fin de siglo Il de nuestra era, la facultad 


4 Enciclopedia Jurídica OMEBA versión digital. Tomo XXI. 2014; p.792 
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se redujo a un derecho de corrección, pudiendo el padre castigar las faltas leves, y 
las graves debían ser denunciadas ante el Magistrado, único encargado de aplicar la 
pena de muerte.? 


No obstante al ser la familia un concepto multivoco y dinámico, se ha avanzado 
para establecer que la idea de familia no debe reducirse al vínculo matrimonial, por 
lo que debe abarcar otros lazos familiares de hecho donde las partes tengan vida en 
común; porque la imposición de un concepto único de familia, implicaría una posible 
injerencia arbitraria a la vida privada, en función al derecho humano del libre desarrollo 
de la personalidad. 


Por ello en la actualidad se prefiere hablar de -responsabilidad parental-, en 
lugar o en sustitución de -patria potestad-, porque esta tradición románica se enmarca 
en la idea del poder en el hombre como el único proveedor económico de la familia; lo 
que implica asignar roles estereotipados a las personas, en razón de género; surgiendo 
el problema de desigualdad al asignar consecuencias jurídicas discriminatorias. 


Por otra parte esta institución, se ha montado en una de las formas de estructura 
familiar tradicional, como lo es el matrimonio, lo cual implica que ante la disolución 
del vínculo matrimonial, se aplicaran, sanciones según la culpabilidad en el divorcio; 
situación que poco a poco se ha ido desmembrando; ya por reforma legal incipiente, 
o bien a través de precedentes judiciales, que forman doctrina jurisprudencial en el 
sentido de que el divorcio vincular está basado en el desarrollo de la personalidad, por 
lo que las causales (candados) para mantener unidas a dos personas cónyuges, no 


5 Enciclopedia Jurídica OMEBA..., p. 795. 
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tiende a una protección de la familia; considerando a ese sistema como independiente 
de las instituciones de patria potestad, custodia, y alimentos, que funcionan de 
manera independiente. 
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111. Configuración actual de la institución 


| emitir la Jurisprudencia 42/2015 de esta 10% Época, la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación bajo el rubro: “Patria potestad. 

su configuración como una institución establecida en beneficio de los 
hijos”? señaló la importancia de la evolución que ha tenido la institución de la patria 
potestad en los últimos años; hizo hincapié en que el sentido de esta institución, 
no se configura como un derecho del progenitor, sino como una función que se le 
encomienda a los padres, en beneficio de los hijos, y que está dirigida a la protección, 
educación, y formación integral de estos, cuyo interés es siempre prevalente en 
la relación paterno-filial, acentuándose la vigilancia de los poderes públicos en su 
ejercicio, en consideración prioritaria del interés superior del menor. Por tanto, se 
destacó que los órganos jurisdiccionales, deben abandonar la concepción de patria 
potestad como poder omnímodo del progenitor sobre los hijos, pues la función que se 
les encomienda a los padres, debe estar dirigida, en todo momento a la protección, 
educación y formación integral de estos últimos. 


La citada resolución ordenó que los órganos jurisdiccionales en el estudio 
jurídico de las relaciones paterno-filiales, debe partir de dos ideas fundamentales, 
como son la protección del hijo menor, y su plena subjetividad jurídica. 


En efecto, el paradigma primordial es considerar a los niños, niñas y 
adolescentes, como sujetos plenos de derechos, lo cual es un cambio fundamental 
en la percepción de la infancia, pasando de un estado irregular que consideraba al 


6 Jurisprudencia por reiteración 1a./J. 42/2015 (10a.), emitida por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, libro 19, junio de 2015, tomo l, materia 
civil, décima época; p. 563. 
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menor como objeto de compasión-represión, a la idea de la infancia-adolescencia 
como sujetos plenos de derechos, con autonomía progresiva, y en reconocimiento 
pleno se su personalidad. Con lo anterior se deja atrás la dicotomía de capacidad- 
incapacidad, que el ordenamiento jurídico mexicano prevé; es decir, no tratar al sujeto 
como mero objeto de tutela, ni como adulto, es decir, no debe cosificarse a la infancia, 
transformando sus derechos en simples necesidades. 
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IV. Deberes y facultades 


| conjunto de facultades que se otorgan a los ascendientes, para que estén en 

aptitud de cumplir satisfactoriamente los deberes de educación, asistencia y 

protección integral, en sus aspectos físico, moral y social, que tiene para con 
sus descendientes, constituye el núcleo duro de la institución protectora de la patria 
potestad. 


Siguiendo a la suprema corte de justicia”, dentro de las facultades y deberes 
inherentes a la patria potestad, se encuentran los siguientes: 


1. Guarda y custodia 


Implica la protección y vigilancia, del menor, pero también la posesión material 
de los hijos, es decir, un cuidado directo; por lo tanto, pueden converger o no esos 
derechos (patria potestad y custodia), en una sola persona. Por regla general el 
ejercicio de la patria potestad, trae aparejada la guarda y custodia del menor, puesto 
que para cumplir cabalmente con los deberes, como velar por la seguridad e integridad 
del hijo, el cuidado y vigilancia, es necesario que tenga la incorporación de la persona, 
mediante la convivencia regular y directa; sin embargo puede ejercerse la patria 
potestad sin detentar la custodia; a lo cual en lo personal yo agregaría que el juez 
debe decidir las modalidades del ejercicio de la patria potestad desvinculadas de la 
custodia del menor, en caso de que su interés superior así lo requiera, y en su caso 
estar a los acuerdos que lleguen los progenitores, en términos de los artículos 164, 
436,469 y 470 todos del código civil del estado de Guanajuato. En efecto, para tomar 
decisiones respecto de la custodia, y en general respecto de la convivencia entre 


T Suprema Corte de Justicia de la Nación: Temas selectos de..., pp.64 a 68. 
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los hijos y los progenitores, debe utilizarse el estándar de riesgo, según el cual debe 
tomarse la decisión que genera la menor probabilidad de que los niños sufran daños, 
es decir no se necesita que se actualice el daño, sino que basta que se “aumente el 
riesgo” de que sus derechos se vean afectados. 


2. Visita y convivencia 


Su finalidad es lograr la protección, estabilidad personal y emocional del 
menor de edad; y son el fundamento para su sano desarrollo de la personalidad; 
constituyen un derecho encaminado principalmente en beneficio del infante, aunque 
indirectamente favorezca al ascendiente; por eso se les designa como derecho-deber, 
porque primordialmente es para el menor, y genera un deber hacia los progenitores; 
lo cual no desconoce el derecho que tienen estos de convivir con sus hijos. Solo se 
puede limitar o suspender si resulta dañino para el menor de edad, la convivencia, a 
través de resolución judicial que tome en cuenta la opinión del niño de acuerdo a su 
edad y madurez (ver artículo 61-A y 796 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado); por ello se ha considerado que ese derecho deriva de la filiación y no de la 
patria potestad. 


3. Educación 


Los padres tienen el derecho de escoger el tipo de educación de sus hijos, 
(artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos) y ello tiene que ver 
con el deber de formarlos integramente (ver artículo 31 fracción | de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos). 
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4. Crianza y corrección 


Facultad de instruirlos, dirigirlos y orientarlos, establecerles normas de 
conducta adecuadas y limites, y pero a la vez afecto y protección. En ese sentido 
los progenitores deberán observar una conducta que les sirva de buen ejemplo, (ver 
artículo 414 bis del Código Civil de la Ciudad de México) incluso otorga al progenitor 
la facultad correctiva de la conducta del menor, siempre que no se atente contra 
la integridad psíquica y física del niño, o niña; es decir, bajo el límite de la razón y 
mesura, y proscribiendo toda forma de violencia. 


5. Suministro alimentario 


Se dice que el deber alimentario de los padres biológicos o adoptivos, deriva 
del parentesco, y no de la patria potestad; sin embargo en la Tesis de Jurisprudencia 
42/2016 aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en agosto de 2016, sentó el criterio consistente en que la obligación alimentaria que 
tienen los progenitores, en relación con sus hijos, surge como consecuencia de la 
patria potestad, esto es, como resultado de un mandato Constitucional expreso que 
les vincula a procurar el mayor nivel de protección, educación y formación integral, a 
través de una obligación compartida y sin distinción de género. Además, si bien surge 
y desarrolla en el marco de la patria potestad, no termina cuando los hijos llegan a 
la mayoría de edad, sino que se mantiene mientras estos finalizan sus estudios; es 
decir, la obligación alimentaria surge y se mantiene por la relación paterno filial; y está 
integrada a la patria potestad, cuya fuente es la maternidad o paternidad; por ello 
subsiste aun cuando esta se acabe, por la mayoría de edad del hijo. 
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6. Representación legal 


Los menores tienen restricción a la capacidad; pero se parte de la idea actual 
de que necesitan una protección reforzada; pero además de que ejercen sus derechos 
de manera progresiva; por ello, en mi opinión personal, no es exacta la afirmación 
de que los menores están imposibilitados para participar personalmente, en la vida 
jurídica; por el contrario se les debe reconocer medidas para que ellos puedan ejercer 
en forma efectiva sus derechos; pues si bien en ocasiones directamente, no pueden 
ejercerlos, se les debe otorgar el acompañamiento y mecanismo adecuados, para 
tomar en cuenta su opinión en todos los asuntos que les incumban, de acuerdo a su 
edad y madurez (artículo 12 de la Convección de los derechos del niño). 


7. Administración de los bienes del menor, y la obligación de responder de 
los daños y perjuicios. 


Corresponde a los que ejercen la patria potestad la administración legal de 
bienes propiedad de los menores, constituidos por los que adquiere éste, por cualquier 
título que no sea su trabajo; pues los que adquiere de esta última fuente, pertenecen 
en propiedad y administración al menor (ver artículos 482 y 483 Código Civil). Así 
también los progenitores al tener la obligación de vigilar y educar a sus hijos, en caso 
de que ocasionen daños o perjuicios a terceros, son estos quienes generalmente son 
responsables de los que sus hijos produzcan (ver artículos 1409 y 1410 Código Civil). 


Todos estos deberes y facultades, deben actualizarse, siempre respetando el 
derecho a participar del menor de edad; derecho convencionalmente consignado en 
el artículo 12 de la Convención de los Derechos del Niño; que tiene relación con 
el principio de igualdad, y con el interés superior; su objeto y naturaleza ha sido 
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apreciado en la doctrina de nuestra Suprema Corte de Justicia (A.D.R 2479/2012), al 
decir que no se trata de un privilegio, sino de una protección adicional, para garantizar 
su participación, sin las desventajas inherentes a su especial condición; y que tiene 
dos finalidades: 


A. Logra el efectivo ejercicio de sus derechos. 
B. Permite que el juzgador se allegue de elementos necesarios para formar 
convicción, respecto de determinado asunto. 


8. Limitación, pérdida y suspensión 


Cuando, quien ejerce la patria potestad, incumple con sus deberes; es evidente 
que no se cumplirán los objetivos funcionales de la institución, que son en términos 
generales, procurar el bienestar y desarrollo integral de los infantes. Por ello el sistema 
jurídico nacional, impone consecuencias a este incumplimiento. En ese sentido la 
patria potestad solo puede perderse, suspenderse o limitarse y recuperarse por orden 
judicial. 


La pérdida, suspensión y limitación del ejercicio de la patria potestad es una 
medida de protección para el menor, ya que su finalidad es protegerlo de la conducta 
de los padres (o ascendientes que la ejerzan en sustitución) que afectan y merman su 
estabilidad; son medidas que deben ser graduadas en observancia a su gravedad, pues 
la expresión máxima de perdida, constituye una medida excepcional en la que se debe 
comprobar de forma plena que ha ocurrido un efectivo y voluntario incumplimiento por 


8 Novena Época Registro digital 177232. Primera Sal. SJF Tomo XXIl Septiembre 
2005; p. 299. 
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parte de los padres, como conducta de suficiente gravedad, contraria a los deberes 
impuestos a quienes la ejercen, con pleno desprecio a las obligaciones parentales que 
les atañen. 


Así la decisión de cualquier cuestión familiar suscitada con motivo de las 
relaciones de patria potestad debe valorar el beneficio del menor como interés 
prevalente; pues como lo ordena la convención de los derechos del niño en su artículo 
3; debe prevalecer el interés superior del menor; el cual se traduce en que el desarrollo 
de este, y el ejercicio de sus derechos, deben ser considerados como criterios rectores 
en la elaboración de normas y su aplicación.* 


La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia lo ha determinado en la 
jurisprudencia 50/2016 bajo el siguiente rubro “privación de la patria potestad. su 
función como medida protectora del interés superior del menor.”* 


Entonces, a efecto de que se cumpla con el objeto de la patria potestad, cuando 
el Estado, a través de las autoridades competentes, tenga conocimiento que alguno 
de los progenitores no cumpla con los deberes y obligaciones que implica el ejercicio 
de la patria potestad, deberá decretar su pérdida o suspensión, atendiendo a la mayor 
gravedad de la conducta; esto, al ser precisamente la “suspensión” la “pérdida” o 
”limitación” de la patria potestad, las medidas que prevé la legislación sustantiva civil 


9 Décima Época. Registro digital: 2002814. Instancia: Primera Sala. Tesis aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Tomo 1, 
febrero de 2013, materia constitucional, tesis la. LXIV/2013 (10a.); p. 823. 


10 Jurisprudencia por reiteración 1la./J. 50/2016 (10a.) emitida por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, octubre de 2016, Tomo l, materia 
constitucional, décima época; p. 398. 
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de nuestro Estado, a fin de salvaguardar la integridad física, emocional y psicológica 
de los menores, por conductas realizadas por quienes legalmente ejercen la patria 
potestad sobre ellos. 


Así el legislador, con la finalidad de proteger y evitar que se ponga en riesgo 
la integridad, tanto física como psicológica, y emocional del menor, en perjuicio de su 
desarrollo integral, establece causas de suspensión y perdida de la patria potestad, 
(no así respecto a los casos de establecer limitaciones a su ejercicio); en el supuesto 
de que se actualice alguna de dichas causas, la medida puede ser decretada, con 
carácter excepcional; que de su graduación de gravedad, se determine la pérdida o la 
suspensión de su ejercicio. 


En todo caso no resulta conveniente que el legislador establezca a priori la 
imposición de la medida de perdida de la patria potestad o bien su suspensión, sin 
dejar al juzgador, la posibilidad de graduar o de imponer una medida alternativa, 
valorando la pertinencia de aplicar o no la de perdida de patria potestad, según las 
particularidades del caso.” 


11 Novena Epoca. P./J.61/2008. SJF. Tomo XXIl Junio 2008; p. 7. No. registro 
digital 169449. 
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Conclusión 


a nueva dogmática de la institución de la patria potestad, nos lleva a concluir 

que los artículos 497 y 500 del código civil del estado de Guanajuato, aún con 

las reformas de junio de 2018, necesitan una adecuación al actual derecho de 
familia, porque los preceptos aludidos establecen medidas, en ciertas circunstancias 
desproporcionadas, al no dar cabida a que el juzgador haga una ponderación en 
favor del interés superior del menor, conforme a las circunstancias del caso, y 
decida finalmente aplicar la medida, en su beneficio, permitiendo la graduación de la 
gravedad del incumplimiento, y dándole la facultad expresa de establecer modalidades 
de limitación del ejercicio de la patria potestad. 


Lo anterior no obstante que la fracción tercera segundo párrafo del artículo 
primeramente citado, se estableció que la pérdida de la patria potestad se dará cuando 
la medida resulte necesaria, idónea y razonable, para la protección de los derechos 
de los menores, conforme a su interés superior, y particularidades del caso; ello de 
ninguna manera, la hace acorde a lo pretendido; porque si bien, da facultad de verificar 
si la medida es idónea y eficaz, lo cierto es que no da la opción de gradualidad, en todas 
las causales, y en su caso, la posibilidad de aplicar otra medida, como la suspensión, 
o establecer limitaciones al ejercicio de la patria potestad en forma específica, en la 
resolución que se decrete. 


Además, el citado artículo del código civil es contrario a la doctrina 
jurisprudencial y convencional, porque señala que se actualizará la pérdida de patria 
potestad por delito grave y mantiene un sistema de cónyuge culpable para referirse 
a la obligación del juez de resolver ante el divorcio la situación de los hijos; así como 
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regulando el abandono del menor e incumplimiento de obligación alimentaria en razón 
de plazos arbitrarios, sin dejar la facultad interpretativa e integradora, connatural al 
juzgador; de la que se ha venido hablando. 


En el mismo sentido, el artículo 500 de nuestro ordenamiento sustantivo civil, 
debe replantearse, porque al regular la suspensión de patria potestad; el legislador a 
priori declara la suspensión de la institución familiar materia de este trabajo; sin que 
dé al juzgador la facultad de analizar el estándar de riesgo, según el cual debe tomarse 
la decisión que genera la menor probabilidad de que los niños sufran daño; esto ocurre 
con la alienación parental, la declaración judicial de incapacidad; el uso de alcohol, o 
de sustancias enervantes, que produzcan efectos psicotrópicos o puedan causar un 
daño al menor; y la de impedir en forma injustificada las convivencias. 
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Reflexiones en torno a convivencias de los menores 
con su progenitor no custodio en tiempo de pandemia 
COVID-19 


Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Introducción 


as tesis que emiten los Tribunales Federales y Jurisprudencias no siempre son 

de gran utilidad como criterio orientador para resolver los conflictos que se 

presentan día a día en el quehacer de los juzgadores, en este caso se analizarán 
dos Resoluciones emitidas por Tribunales Colegiados contradictorias que, con motivo 
de la pandemia, ocasionada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), se han emitido en 
relación al derecho de convivencias de los niños con su padre no custodio. Una que 
establece: “En tiempos de pandemia debe privilegiarse el derecho a la salud y la vida 
del menor de edad frente al derecho de convivencias con su padre o madre, por lo que 
en este caso deben decretarse medidas para suspender las convivencias presenciales 
y que estas se realicen en video llamadas video conferencias, llamadas telefónicas, 
whatsapp, webex,”; y, la otra, estimó injustificado que: “en el contexto de la pandemia, 
la convivencia se tuviere que llevar a cabo únicamente mediante el uso de tecnologías 
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de la información, en forma alternativa a la convivencia presencial (física)”, que ello 
“vulnera el derecho fundamental del menor a las visitas y convivencias y es contrario 
a su interés superior.” 


Estos criterios contradictorios se alejan de su finalidad, esto es ser útiles en la 
toma de decisiones frente a la realidad social actual como es el caso de la pandemia 
generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), que a nivel mundial se está viviendo, 
por ello es por lo que abordaré el análisis de ambas y, finalmente, propondré algunas 
soluciones que puedan servir para resolver los conflictos que día a día se presentan 
en las convivencias de los infantes con sus padres. 


Debo establecer que se presentó denuncia de contradicción de tesis bajo el 
expediente 267/2020, misma que ha quedado resuelta por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y que se publicó en la gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, el 21 de mayo del presente año, misma que es obligatoria a 
partir del día 24 del mismo mes y año, jurisprudencia que considero no es útil para dar 
solución a la problemática real que se presenta en los Tribunales familiares. 
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l. Problemática generada en las convivencias de los niños con sus 
progenitores, por motivo de la pandemia del virus SARS-CoV2 
(COVID-19) 


as autoridades sanitarias del país reconocieron la epidemia de enfermedad por 
el virus citado, como una enfermedad grave de atención prioritaria y, que en 
términos del artículo 134 fracción XIV de la Ley General de Salud, la Secretaría 
de Salud establecería las medidas necesarias para la prevención y control de la 
epidemia del virus de referencia, por lo que se emitió el Acuerdo Cinco, por el que se 
establecieron las medidas preventivas que se deberán implementar para la mitigación 
y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus en mención. 


Decretando entre otras medidas: La Jornada nacional de Sana Distancia, que 
tiene como objetivo: el distanciamiento social para la mitigación de la transmisión 
poblacional, disminuyendo así el número de contagios de persona a persona y, por 
ende, el de grupos vulnerables, permitiendo además que la carga de enfermedad 
esperada no se concentre en unidades de tiempo reducidas, con el subsecuente 
beneficio de garantizar el acceso a la atención médica hospitalaria para los casos 
graves. Las medidas preventivas que los sectores públicos, privado y social deberán 
poner en práctica son las siguientes: a) evitar la asistencia a centros de trabajo, 
espacios públicos y otros lugares concurridos, a los adultos mayores de 65 años 0 
más y grupos de personas con riesgo a desarrollar enfermedad grave ylo morir a causa 
de ella, quienes, en todo momento, en su caso, y a manera de permiso con goce de 
sueldo, gozarán de su salario y demás prestaciones establecidas en la normatividad 
vigente indicada en el inciso c) del presente artículo. 


1 Publicado en el Diario oficial de la federación el 24 de marzo de 2020. 
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Estas medidas sanitarias influyeron en el derecho de los niños de convivir con 
sus padres. Ahora bien, desde la perspectiva actual de la pandemia, vale la pena hacer 
las siguientes preguntas en torno a las convivencias de los menores de edad con su 
progenitor no custodio: 


¿Las madres y padres deben permitir la convivencia de sus hijos con el 
progenitor que no vive con ellos a pesar del COVID-19? ¿Están exponiendo a sus 
hijos contagiarse cuando salen de casa para convivir con el otro padre o madre? ¿Las 
madres y padres deben hacer caso omiso a la recomendación que hace el gobierno de 
quedarse en casa? Estas son algunas de las interrogantes que en muchos hogares se 
están haciendo los padres y madres mexicanos y que hoy son motivo de disputas y 
desacuerdos familiares.? 


Estas interrogantes provocaron que los Jueces tanto locales como federales 
tuvieran que emitir diversos criterios al respecto, en los que destacaron aquellas en 
las que se determinó que: por las medidas sanitarias decretadas por el sector salud, 
debían estas suspenderse dado que estaba en juego la salud y la vida; otros decidieron 
que los infantes corrían el mismo riesgo al estar con uno u otro progenitor, dado que 
en ambas familias los integrantes salían a trabajar; y, otros, que mientras duraba la 
pandemia, la convivencia fuera en llamada telefónica, en conferencia, video llamada, 
whatsapp, webex, zoom, o cualquier otra. No obstante, las medidas sanitarias de 
quedarse en casa, no todas las personas pudieron hacerlo, sea por que trabajaban en 


2 Cfr. Guzmán Bellinghausen, C.A.: Convivencia de niños con sus padres 
separados en tiempos del covid-19. En El Finaciero. https://www. elfinanciero. 
com.mx/opinion/colaborador-invitado/convivencia-de-ninos-con-sus-padres- 
separados-en-tiempos-del-covid-19/ Consultado el 18 de mayo de 2021. 
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lugares esenciales, porque sus fuentes de empleo no acataron las medidas de trabajar 
con poco personal o algunos trabajan por su cuenta y era indispensable salir a buscar 
el sustento. 


En muchas ocasiones la preocupación por la salud de los integrantes de la 
familia es un temor real y natural, en algunos otros es una excusa para evitar la 
convivencia y continuar con las disputas familiares utilizando a los hijos como un 
vehículo de control sobre la expareja sin que la salud o el bienestar de los hijos sea 
una preocupación real. 


Debemos dejar claro que como lo señala la Convención de los Derechos del 
Niño “todos los niños y adolescentes que estén separados de uno o de ambos padres 
tienen derecho a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres 
de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño”. Esto ha sido 
confirmado por las leyes mexicanas en los distintos Códigos Civiles y Familiares del 
país.* 


Por lo anterior el Primer Tribunal Colegiado en materia civil y de trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito emitió la tesis 2022082, publicada el 4 cuatro de septiembre 
del 2020, en la cual hace una ponderación de derechos, estableciendo que: tratándose 
del régimen de visitas y convivencias del infante con uno de sus padres durante la 
situación pandémica en cuestión, debe estimarse que el solo hecho de sustraer al 
infante de su domicilio, trasladarlo e incorporarlo a un nuevo ambiente, implica realizar 
un evento que lo hace más propenso a contraer el virus, lo que conllevaría a poner en 
riesgo su salud y, en consecuencia, la vida. 


3 Cfr. Guzmán Bellinghausen, C.A.: Convivencia de niños... 
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Por ende, atento al interés superior de aquél, corresponde privilegiar su 
derecho a la vida y a la salud sobre el de convivir con su progenitor, el cual se limitará 
a una modalidad a distancia, por lo que el órgano jurisdiccional debe procurar el 
resguardo del infante y dictar las providencias necesarias, según las particularidades 
del caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través de los medios 
de comunicación disponibles y a los que se pudiera tener fácil acceso como video 
llamadas, reuniones virtuales en plataformas... con la regularidad suficiente, a fin de 
mantener comunicación continua entre el infante y su progenitor, estableciendo como 
obligación del progenitor con quien cohabite, el permitir el sano desarrollo de tales 
convivencias de manera que se lleven a cabo en forma libre y espontánea.* 


Por su parte el segundo Tribunal colegiado en materia civil del séptimo circuito, 
contradijo dicha tesis en la que establece “que no se justificaba restringir o suspender 
la convivencia libre del padre no custodio con su hijo por la contingencia sanitaria 
por COVID-19, pues aunado a que de las constancias procesales no se apreciaba ni 
indiciariamente la posibilidad de que el niño se contagiara si convivía con su padre 
conforme al régimen establecido por la responsable, no podía pasarse por alto que 
la determinación del interés superior del niño, en casos de guarda y custodia, debía 
realizarse a partir de la evaluación de los comportamientos parentales específicos 
y desarrollo del niño, los daños o riesgos reales, probados y no especulativos 
o imaginarios; por ende, no eran admisibles las especulaciones, presunciones, 
estereotipos ni consideraciones generalizadas sobre características personales del 
padre o de la madre.* 


4 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: XVI1.1%, C.T.36 C (10a ), Libro 
34 septiembre del 2020, registro 2022082. 


5 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Ejecutoria de la revisión incidental 
162/20, emitida el 26 de noviembre del 2020, mayoría de votos. 


136 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la controversia de 
ambos Tribunales Colegiados resolvió: “no está a discusión que tanto el derecho a la 
protección de la salud física y a la vida, como el derecho a la convivencia con la madre 
o el padre no custodio a efecto de mantener y estrechar el lazo familiar entre ellos, 
resultan derechos fundamentales para el bienestar general de los menores de edad, 
que deben ser protegidos y garantizados en su ejercicio.” 


Sin embargo, el contexto fáctico excepcional de la pandemia por COVID-19 
exige reconocer la mayor entidad del derecho a la protección de la salud física y 
de la vida, frente al derecho a la convivencia física con el progenitor no custodio, 
de manera que resulte admisible tener como premisa general, en el marco de una 
medida cautelar como la suspensión del acto reclamado, que el interés superior de 
los menores de edad, como grupo, en este momento se encuentra en la necesidad 
de proteger y garantizar con mayor intensidad su vida y su salud física, y modular la 
convivencia para armonizarla con ello. 


Esto porque la información oficial con que hasta el momento se cuenta por parte 
de las instituciones y organismos públicos de salud es que el COVID-19 se considera 
una enfermedad fácilmente transmisible con la sola cercanía entre las personas y 
puede ser adquirida también por menores de edad, sin que hasta ahora haya datos 
científicos validados por la Organización Mundial de la Salud que descarten que en 
este grupo de edad se puedan presentar síntomas graves y pueda causar la muerte; 
además porque existe un elevado número de contagios oficialmente reportados en 
el país confirmados con pruebas clínicas, sin negar que seguramente habrá otra 
cantidad de personas contagiadas sin prueba que lo corrobore y casos asintomáticos; 
condiciones que autorizan a privilegiar la observancia de medidas de distanciamiento 
físico y de resguardo domiciliario a que exhortan las autoridades en materia de salud. 


137 


és superior del menor 


Inter 


és superior del menor 


Inter 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Ahora bien, un ejercicio preliminar y, en abstracto, de ponderación de la 
apariencia del buen derecho, permite advertir que la convivencia presencial, en 
tanto implica extraer al menor de su ambiente habitual para incorporarlo a otro, sí 
conlleva una mayor exposición a un riesgo real de contagio, probable y fundado en 
dicha información oficial que opera en detrimento de la protección a su salud y a su 
vida. Asimismo, la suspensión con efectos de modular la convivencia para que se 
realice por medios electrónicos, asegura que no se siga perjuicio al interés social ni 
se contravengan disposiciones de orden público, en tanto permite que no se afecte 
el interés prevalente del menor en la protección de su derecho a gozar del nivel más 
alto posible de salud y procure compatibilizarlo con su derecho a la convivencia, que 
habrá de propiciarse de la manera más amplia posible, aun cuando temporalmente no 
sea presencial. 


Pese a todo ello, adoptar esa medida en forma de protección reforzada, sólo 
será viable para el juzgador de amparo en aquellos casos en que al proveer sobre la 
suspensión, no contara con elementos probatorios suficientes que le permitan sustentar, 
bajo un análisis individual de la circunstancia concreta del menor involucrado, que su 
interés superior exige adoptar una medida o efectos distintos, o inclusive, negar la 
suspensión, pues cuando sea así, ello debe estimarse posible; además, desde luego 
el juzgador conserva sus facultades de modificar la medida suspensional, si antes de 
que exista sentencia firme en el juicio de amparo, se presentan circunstancias que lo 
justifiquen.* 


6 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis 1a./J 11/2021(10*) mayo 2021, 
registro 2. 
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ll. Derecho de los niños de mantener relaciones personales y 
contacto directo con ambos padres de modo regular. 


omo lo estableció la Segunda Sala, las tesis que emiten los Tribunales Colegiados 

y los de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, actuando en pleno o en 

sala, son criterios orientadores para el juzgador al emitir una resolución,” sin 
embargo, muchas de las veces carecen de utilidad por no ajustarse a la realidad social, 
como es el caso de las tesis 2022082, que surgen al resolver la queja 31/2020, de 
fecha 19 de junio del 2020, publicada en el semanario judicial de la federación el 4 de 
septiembre del 2020,* y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia civil del Séptimo 
circuito, que contradijo dicha tesis. Lo mismo acontece con la jurisprudencia que se 
emitió al resolver dicha contradicción? misma que tiene el carácter de vinculante. 


Ambas tesis, así como la jurisprudencia que se emitió con motivo de la 
contradicción, no son de utilidad para resolver las controversias que se suscitan 
en el quehacer diario del juzgador, dado que las mismas vulneran el derecho de los 
niños al emitir criterios generales, sin tomar en cuenta la realidad social sobre las 
que se desarrollan las convivencias de los niños con sus progenitores que no tienen 
su custodia, al no tomar en cuenta las edades de los niños, su condición social y 


7 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: 2a./J 195/2016(10*) enero 2017, 
registro 2013389. 


8 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: XVI!.1%. C.T.36 C (10a ), Libro 
34 septiembre del 2020, registro 2022082. 


9 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: la./J 11/2021(10?%) mayo 2021, 
registro 2023156. 
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económica, así como otros aspectos relevantes que deben ser considerados para 
proteger su interés superior," eje rector de toda decisión judicial o administrativa, en 
la que se involucren derechos de niños niñas y adolescentes. 


Tanto el numeral 9.3 de la Convención de los Derechos de los Niños?” y el 23 
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes?? establecen el 
derecho de los menores de edad de mantener relaciones personales y contacto directo 
con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del 
niño. Si bien, la tecnología es un instrumento que se puede emplear para acercar a 
las personas, es innegable que una videollamada o reuniones virtuales en plataformas 
electrónicas, nunca sustituirán el vínculo que se genera en una convivencia personal, 
ya que el derecho de convivencia atiende a las necesidades de los niños de contar 
con la presencia de ambos padres en su vida, orientadas a fomentar las relaciones 
humanas y la comunicación entre padres y sus descendientes que por algún motivo 
no pueden vivir juntos, siendo su finalidad enriquecer esa comunicación espiritual y 
afectiva que es en beneficio de los niños. 


10 Artículo 3.1 de la Convención sobre los derechos de los niños. En todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades. 


11 Artículo 9.3 de Convención sobre los derechos de los niños: Los Estados Parte 
respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 


12 Artículo 23. De la Ley general de los derechos de niños niñas y adolescentes: 
Niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén separadas, tendrán derecho 
a convivir o mantener relaciones personales y contacto directo con sus 
familiares de modo regular, excepto en los casos en que el órgano jurisdiccional 
competente determine que ello es contrario al interés superior de la niñez, 
sin perjuicio de las medidas cautelares y de protección que se dicten por las 
autoridades competentes en los procedimientos respectivos, en los que se 
deberá garantizar el derecho de audiencia de todas las partes involucradas, en 
especial de niñas, niños y adolescentes. 
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En este contexto es de establecer que el decretar medidas para que el derecho 
humano de los niños se realice a distancia o en videollamadas, como lo indica el 
criterio federal en estudio conlleva a limitar el derecho fundamental del infante de 
generar lazos afectivos con su progenitor no custodio, pues estos criterios no tomaron 
en consideración que existen diversas etapas en la infancia.*? Los cuales son además 
relevantes para decidir cómo debe desarrollarse la convivencia entre el menor de edad 
con su padre y determinar la necesidad del menor, entre otras cosas, de vincularse 
afectivamente con sus padres.'* 


Las normas jurídicas en todo momento deben apegarse a la realidad social, 
ello con la finalidad de que tengan una utilidad en la resolución de los conflictos y 
no obstante que las tesis que emiten los órganos jurisdiccionales Federales no son 
normas y tampoco son vinculantes, pues su finalidad es de carácter orientador.** 
Por esta razón al dictarse deben tomar en cuenta todos los aspectos de las familias 
entre ellas la condición social y económica, las edades de los niños, pues en ambas 
resoluciones se estableció: que en el tiempo que dure la pandemia, las convivencias 
se limitaran a una modalidad a distancia, por lo que el órgano jurisdiccional debe 
procurar el resguardo del infante y dictar las providencias necesarias, según las 
particularidades del caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través de 


13 Artículo 1 de la convención sobre los derechos de los niños, establece que todo 
ser humano menor de 18 años, a menos que bajo la ley aplicable al niño, haya 
alcanzado antes la mayoría de edad. 


14 Artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos En todas 
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 
políticas públicas dirigidas a la niñez. 


15 Cfr. http:/www.revistas unam.mx 
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los medios de comunicación disponibles, y a los que se pudiera tener fácil acceso, como 
videollamadas, reuniones virtuales en plataformas electrónicas, u otros similares, con 
la regularidad suficiente, a fin de mantener comunicación continua entre el infante 
y su progenitor, estableciendo como obligación del progenitor con quien cohabite, el 
permitir el sano desarrollo de tales convivencias, de manera que se lleven a cabo en 
forma libre y espontánea. 


Esta decisión no es apegada a la realidad dado, que muchas familias en México 
no tienen la posibilidad material o económica para acceder al internet o a aparatos de 
comunicación para desarrollar las convivencias en los términos resueltos, por lo que 
lejos de garantizar el interés superior del infante, el adoptar estas medidas afectarían 
su interés superior**, que en este caso es el de proteger de una manera reforzada sus 
derechos, pues la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que “todas 
las autoridades deben asegurar y garantizar que en todos los asuntos, decisiones y 
políticas públicas en las que se les involucre, todos los niños, niñas y adolescentes 
tengan el disfrute y goce de todos sus derechos humanos, especialmente de aquellos 
que permiten su óptimo desarrollo. 


Esto es que, los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas como 
alimentación, vivienda, salud física y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, 
la educación y el sano esparcimiento, elementos -todos- esenciales para su desarrollo 
integral. En ese sentido, el principio del interés superior del menor de edad implica que 
la protección de sus derechos debe realizarse por parte de las autoridades a través 


16 Artículo 3.1 de la convención sobre los derechos de los niños . En todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 
interés superior del niño. 
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de medidas reforzadas.*” Al respecto el artículo 23 de la ley general de niños niñas y 
adolescentes establece: Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en familia. 
La falta de recursos no podrá considerarse motivo suficiente para separarlos de sus 
padres o de los familiares con los que convivan?*, por lo que obligar a los padres para 
que las convivencias se realicen en video llamadas, cuando carezcan de recursos, es 
como suspender la convivencia del niño con su padre. 


Continuando con el análisis de la falta de utilidad del criterio en análisis, 
pudiera existir una grave violación al derecho del progenitor de convivir con su hijo 
dado que la jurisprudencia en su resolución, afirma que por el solo hecho de sustraer 
al infante de su domicilio, trasladarlo e incorporarlo a un nuevo ambiente, implica 
realizar un evento que lo hace más propenso a contraer el virus, lo que conllevaría 
a poner en riesgo su salud y, en consecuencia, la vida; por ende, atento al interés 
superior de aquél, corresponde privilegiar su derecho a la vida y a la salud sobre el de 
convivir con su progenitor. 


Esta afirmación da por hecho que el padre, al llevarse al niño a la convivencia, 
no adopta las medidas necesarias para evitar el contagio del virus SARS-CoV2 
(COVID-19), tal aseveración solo es una apreciación subjetiva y atenta en contra lo 
que establece la Convención que protege los derechos de los niños, la cual exige a las 
autoridades, especialmente a las jurisdiccionales de respetar las responsabilidades, 
los derechos y los deberes de los padres, por lo que para poder determinar que el 
progenitor pone en riesgo al infante al desarrollarse la convivencia es necesario que 


17 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: P./J. 7/(10a ), Libro 34 
septiembre del 2016, registro 2012592. 


18 Articulo 23 ley general de niños, niñas y adolescentes. 
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esto quede debidamente acreditado y no darlo por hecho, aunado a que en la realidad, 
los niños no han estado del todo encerrados en sus casas, pues salen a jugar y asisten 
algunas reuniones familiares, siendo esto un hecho notorio en nuestro país. 


De acuerdo con el artículo 23 tercer párrafo de la Ley General de los Niños 
Niñas y Adolescentes: El Estado velará porque los niños solo sean separados de sus 
padres y de sus madres mediante sentencia u orden preventiva judicial que declare 
legalmente la separación y de conformidad con causas previamente dispuestas en las 
leyes, así como de procedimientos en los que se garantice el derecho de audiencia 
de todas las partes involucradas incluidas niñas, niños y adolescentes. Las leyes 
establecerán lo necesario, a fin de asegurar que no se juzguen como exposición ni 
estado de abandono, los casos de padres y madres que, por extrema pobreza o porque 
tengan necesidad de ganarse el sustento lejos de su lugar de residencia, tengan 
dificultades para atenderlos permanentemente, siempre que los mantengan al cuidado 
de otras personas, los traten sin violencia y provean a su subsistencia. 
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111. Consideraciones y recomendaciones 


or lo anterior, se considera que la jurisprudencia que resolvió la contradicción 

de tesis no abona en mucho para resolver los conflictos que se presentan en 

estos tiempos de pandemia provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), ya 
que se concreta a afirmar que para decretar una medida provisional de convivencia 
presencial y libre, se debe proteger el derecho a la salud y a la vida del infante sobre la 
convivencia, siempre que el material probatorio con que se cuente al proveer la medida 
no permita fijar una distinta como más protectora. 


Esta jurisprudencia no se apega a la realidad social de las familias mexicanas, 
ni a las necesidades de los menores de edad, pues ellos necesitan convivir con su 
padre. Estoy de acuerdo con la ponderación de derechos que realizan, sobre la salud 
y la vida frente al derecho de convivencia, mas no en la aplicación para suspender 
las convivencias, es un hecho notorio, como lo refiere la Segunda sala que la 
pandemia provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19 es una enfermedad que 
puede poner en riesgo a los menores de edad y que hay evidencias de que se han 
contagiado y muerto, sin embargo los niños de este país en su mayoría se relacionan 
con los demás miembros de su familia, quienes pueden contagiarlos, esto es, no están 
aislados, como para dar por hecho que el traslado, de su domicilio de custodia al del 
padre y al interactuar con la otra familia pueda contagiarse y que este sea motivo 
suficiente para sustituir las convivencias a una modalidad a distancia, y que estas se 
desarrollen a distancia a través de los medios de comunicación disponibles, y a los que 
se pudiera tener fácil acceso, como videollamadas, reuniones virtuales en plataformas 
electrónicas, u otros similares. 
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Esta decisión no es apegada a la realidad dado que muchas familias en México no 
tienen la posibilidad económica para acceder al internet o a aparatos de comunicación 
para desarrollar las convivencias en tales términos, así que durante este tiempo 
el infante perdería comunicación con su progenitor, aunado a que muchos padres 
custodios que buscan pretexto para obstaculizar las convivencias se aprovecharan 
de este criterio vinculante. Lo mismo acontecerá con los niños de la primera infancia 
que por su edad, no logran mantener una comunicación telefónica. Por lo anterior 
es evidente que lejos de garantizar el interés superior del infante, el adoptar estas 
medidas afectaría su interés superior**, que en este caso es el de proteger de una 
manera reforzada sus derechos. 


19 Artículo 3.1 de la convención sobre los derechos de los niños. En todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 
interés superior del niño. 
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Conclusión 


onsidero que lo correcto es que solo se suspendan convivencias en caso de que 

en la familia de padre no custodios, exista un infectado. Suspensión que debe 

durar el tiempo suficiente en el que el padre se recupere. Que el padre adopte 
todas las medidas que ha recomendado el sector salud y solo se suspendan en caso 
de que no lo haga. Que se analice el caso concreto y de esta manera verificar si hay 
condiciones de suspender convivencias. 


Es de establecer que el derecho de convivencia nuestros Tribunales han 
resuelto que este derecho fundamental de las niñas, niños, y adolescentes es de interés 
público, lo que significa que tanto la sociedad como el Estado están interesados en 
su cumplimiento por ser una cuestión fundamental para su sano desarrollo, ya que 
“conlleva al conocimiento y trato directo que tienen los infantes con sus ascendientes 
y demás parientes a fin de lograr su cabal integración al núcleo familiar y obtener 
identidad plena al grupo social al que pertenecen”. 


Por lo señalado, no hay duda de que en el sistema jurídico mexicano se ha 
determinado que la convivencia entre hijos y padre o madre es un derecho esencial 
de las niñas, niños, y adolescentes, sin dejar de lado que también es un derecho y 
obligación de los padres y madres el permitir y no obstaculizarla.? 


Es evidente que la tesis 2022082, publicada el 4 cuatro de septiembre del 
2020, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en materia civil y de trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito, no es suficiente como criterio orientador para aplicar en los 
conflictos de convivencia que se susciten en tiempo de la pandemia provocada por el 


20 Cfr. Carlos Alberto Guzman Bellinghausen. Convivencia de niños... 
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virus SARS-CoV2 (COVID-19), ello es así dado que contrario a lo que establece en el 
sentido que se aplica en base al interés superior del menor, esta atenta contra dicho 
interés, pues de aplicarla se afectaría el derecho de los infantes de tener contacto 
directo con sus progenitores, pues limitar las convivencias a videollamadas o video 
conferencias, de ninguna forma se equipara a mantener esa relación directa con su 
padre no custodio, por un lado puede darse el supuesto factico, que lo padres carezcan 
de medios económicos para pagar el internet o aparatos de comunicación para tal fin, 
o bien que los niños sean pequeños, en este caso se perderá la relación afectiva entre 
el padre no custodio, no es sencillo limitar las convivencias a esta modalidad, ya que 
la realidad social de las familias mexicanas es muy distinta en la que desde luego 
prevalece la falta de recursos económicos, que son un impedimento importante para 
obstaculizar las convivencias. 
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Comentarios 
La solicitud de prórroga del plazo de cierre de 
investigación complementaria 


Jueza Mtra. Ma. de los Ángeles Camacho Trejo Luna 
l. Concepto de prórroga de la investigación complementaria 


a investigación complementaria es la segunda etapa procesal del proceso 

acusatorio adversativo que comprende, desde la formulación de la imputación 

hasta el cierre de la investigación, para que las partes tengan la oportunidad de 
recabar información probatoria para sustentar su teoría del caso. 


Este plazo puede ampliarse, en casos que deben ser de verdadera excepción 
con el propósito de continuar la investigación por cuestiones sobrevinientes o por 
imposibilidad material de concluirla en el tiempo inicialmente planteado. 


Mas dicha facultad de solicitar la prórroga, acorde al art. 322 del CNPP, acorde 
a la literalidad de la ley solo la tiene la fiscalía, no la víctima, ni el asistente victimal, 
ni el defensor, ni el imputado. 
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ll. La posibilidad convencional y constitucional de solicitar la 
prórroga de la investigación complementaria 


unque, en un primer momento pareciera que la ley únicamente faculta al 

ministerio público, “director de la investigación”? a solicitar la prórroga de 

la investigación complementaria, sin embargo hay que tener presente que en 
este nuevo sistema de justicia penal de corte acusatorio existe ya un principio de 
igualdad de armas que impera sobre las partes contendientes en el litigio y que está 
previsto tanto constitucional como legalmente. 


Consecuentemente el ordinal 322 del CNPP debe de ser analizado bajo esta 
óptica y ante tal planteamiento, surgen los siguientes comentarios: 


Conforme a lo apuntado por José Rogelio Alanís García, en las reflexiones de 
la judicatura federal al código nacional de procedimientos penales, los numerales del 
321 al 324 de este Código se encuentran además estrictamente relacionados con los 
siguientes derechos: 


Derecho a una defensa adecuada 


Consiste en la posibilidad jurídica y material de ejercerla defensa de los derechos 
e intereses de una persona, en juicio y ante las autoridades, de manera que se asegure 
la realización efectiva de los principios de igualdad de las partes y de contradicción. 


1 Artículo 21 de la CPEUM señala: La investigación de los delitos corresponde 
al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción 
y mando de aquél en el ejercicio de esta función. Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
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Asimismo, constituye un derecho ilimitado por ser un derecho fundamental absoluto. 
Justamente la defensa de la persona en juicio y de sus derechos se concibe solamente 
a través de un abogado. 


Derecho de acceso a la justicia 


Es el derecho que tienen todas las personas a utilizar las herramientas y 
mecanismos legales para que se reconozcan y protejan sus derechos. El acceso a la 
justicia garantiza que las personas puedan acudir ante los tribunales a reclamar que se 
protejan sus derechos sin importar su estatus económico, social, político, migratorio, 
racial, étnico o de su filiación religiosa, identidad de género u orientación sexual. 


La organización de las naciones unidas al respecto establece que el acceso 
a la justicia es un principio básico del estado de derecho. Sin acceso a la justicia, 
las personas no pueden hacer oír su voz, ejercer sus derechos, hacer frente a la 
discriminación o hacer que rindan cuentas los encargados de la adopción de decisiones. 
La declaración de la reunión de alto nivel sobre el estado de derecho hizo hincapié en 
el derecho a la igualdad de acceso a la justicia para todos, incluidos los miembros de 
grupos vulnerables, y reafirmó el compromiso de los estados miembros de adoptar 
todas las medidas necesarias para prestar servicios justos, transparentes, eficaces, 
no discriminatorios y responsables que promovieran el acceso a la justicia para todos, 
entre ellos la asistencia jurídica. Las actividades de las naciones unidas en apoyo de 
las iniciativas de los estados miembros para asegurar el acceso a la justicia son un 
componente básico de la labor en la esfera del estado de derecho. 
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La administración de justicia debe ser imparcial y no discriminatoria. En la 
declaración de la reunión de alto nivel sobre el estado de derecho, los estados miembros 
resaltaron que la independencia del sistema judicial, junto con su imparcialidad e 
integridad, es un requisito previo esencial para apoyar el estado de derecho y lograr 
que la justicia se administre sin discriminación. 


Derecho al debido proceso 


El debido proceso es el conjunto de formalidades esenciales que deben 
observarse en cualquier procedimiento legal, para asegurar o defender los derechos 
y libertades de toda persona acusada de cometer un delito. Este derecho incluye 
las siguientes condiciones: El derecho a que se presuma su inocencia hasta que se 
demuestre lo contrario, el derecho a ser informada e informado de qué se le acusa y 
cuáles son los derechos que le asisten, el derecho a tener un intérprete o traductor, 
el derecho a declarar o a guardar silencio, el derecho a no declarar en su contra, el 
derecho a tener una abogada o abogado (la asistencia letrada), el derecho a ser juzgada 
o juzgado lo más pronto posible, el derecho a tener el tiempo y los medios necesarios 
para preparar la defensa, el derecho a tener un proceso justo, el derecho a que se 
le reciban todas las pruebas que ofrezca, el derecho a interrogar o hacer interrogar 
los testigos de cargo, el derecho a ser informado e informada de sus derechos (art. 
20, B fracción ll CPEUM), el derecho a ser oída y oído por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, el derecho a hallarse presente en el proceso, el derecho a 
no ser sometido o sometida a tortura o malos tratos, inhumanos o degradantes y el 
derecho a la protección y asistencia consular, en caso de ser extranjera o extranjero. 
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Asentado esto, se puede establecer que el imputado y su defensor cuentan 
con el mismo derecho del ministerio público para ofrecer y desahogar medios de 
prueba que consideren pertinentes y necesarios para acreditar su teoría del caso, y 
ello, procesalmente hablando debe de ir perfeccionándose en este plazo de cierre de 
investigación complementaria al igual que sucede para la fiscalía, tan es así que en el 
diverso numeral 340 del código nacional de procedimientos penales, concretamente 
en la fracción Il, se establece el tiempo y la forma en que el acusado y su defensor 
deberán realizar su descubrimiento probatorio. 


En razón a lo anterior se considera que las reglas de actuación contenidas en 
los numerales del 321 al 323 del código nacional de procedimientos penales, deben 
de corresponder en igualdad de términos y condiciones para todos los sujetos en el 
proceso. 


Por otra parte, de los numerales que se refieren al plazo de investigación 
complementaria contenidos en el Código Nacional de Procedimientos Penales, debe 
resaltarse el hecho de que los artículos 322 y 323 resultan ser confusos y repetitivos, 
lo que da lugar a que se pueda suponer que se están planteando diferentes hipótesis o 
supuestos, y que ésta hubiere sido la razón de que se hayan redactado en diferentes 
preceptos; aunado a que en ellos se excluye la posibilidad de que también la víctima o 
el ofendido y su asesor jurídico al ser partes procesales tengan el mismo derecho que 
las otras a solicitar justificadamente la prórroga del citado plazo, ya que no se hace 
mención alguna respecto de estos sujetos de procedimiento penal. 


Finalmente se considera oportuno comentar que los mencionados derechos de 
defensa adecuada, debido proceso y acceso a la justicia que le asisten al imputado, 
tienen límites, concretamente un límite temporal, esto es, que el derecho de solicitar 
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más tiempo que el establecido por la ley para una mejor defensa no puede ser infinito, 
ya que se debe considerar que existe una víctima a la cual le asisten también 
derechos, y que la misma se encuentra en una necesidad de que se imparta la justicia 
de manera pronta y se le repare el daño; es por ello que el órgano jurisdiccional debe 
considerar si efectivamente está justificada la solicitud de la prórroga del cierre del 
plazo de investigación y en la medida de lo posible optar porque esa prórroga no afecte 
los derechos de ninguna de las partes, así como de que se resuelva el caso en un plazo 
razonable. 


A lo anterior se agrega otra razón de peso, que lo es el hecho de que en algunos 
casos pesa sobre el imputado la medida cautelar de prisión preventiva, la cual también 
debe ponderarse respecto del hecho por el cual se le está procesando, y que no siempre 
es congruente solicitar una prórroga del plazo de cierre de investigación, si conforme 
a la pena que le correspondería en caso de obtener una sentencia condenatoria, esto 
resultaría ser excesivo. 


Por lo tanto, se deberá estar a los plazos ya previstos por el legislador en la 
medida de lo posible, sin violentar desde luego los derechos fundamentales de las 
partes. 
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Conclusiones 


e considera que el mencionado numeral 322 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, da lugar a diversas interpretaciones, la primera de 

ellas sería el hecho de que solo el ministerio público tiene derecho a solicitar la 
prórroga de plazo de cierre de investigación complementaria, lo cual sería incorrecto 
ya que el mismo derecho les asiste al imputado, su defensor, la víctima o el ofendido 
y Su asesor jurídico, circunstancia que se salvaría atendiendo a lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 321 del mismo ordenamiento, al que también le hace 
falta precisar todas partes procesales. 


Por otro lado se advierte que en los artículos 321, 322 y 323 se repite de 
manera confusa la misma disposición, lo que da lugar a mal interpretar la redacción 
de cada uno de los preceptos, aunado al hecho de no quedan claras las reglas de 
actuación que deben observarse para ellos. 


En el derecho constitucional que le asiste al imputado de ser juzgado dentro 
de los plazos de cuatro meses y de dos años, y el hecho de que estos plazos pueden 
aumentarse en aras del ejercicio de una adecuada defensa, deben de considerarse 
diversos aspectos, como lo son: 


Partir de que en el sistema penal de corte acusatorio se tiene por objeto 
esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune 
y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la 
aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión de un 
delito, aunado a los principios de concentración y continuidad que van encaminados 
también a que la justicia pueda ser aplicada de manera pronta. 
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Evitar que las anteriores máximas queden en letra muerta practicando técnicas 
dilatorias que en mal uso del derecho a una defensa adecuada hagan los procesos 
excesivamente lentos, cayendo nuevamente en lo que ocurría con el anterior sistema 
procesal penal que regía en nuestro país, el cual se caracterizaba por permitir toda 
clase de “trámites” que hacían que la procuración y la impartición de justicia fueran 
eternos. 


Atender a que en el proceso penal imperan para la víctima o el ofendido, 
derechos que también deben ser respetados, como lo son el de acceso a una justicia 
pronta y a que le sea reparado el daño. 
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